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La actividad legislativa del Estado durante el afio ha sido escasa. Es lo habi-
tual en afio electoral. El Decreto de disolucién del Congreso y el Senado y de
convocatoria de elecciones para el 9 de marzo es de 14 de enero (Real Decreto
33/2008) y las sesiones constitutivas de las Cdmaras tras esas elecciones tuvieron
lugar el 1 de abril. A partir de ese momento puede iniciarse el proceso de trami-
tacién parlamentaria de propuestas legislativas que dificilmente concluye antes
de final de afio, salvo que se trate de leyes de escasa enjundia. En este sentido se
han aprobado sélo 4 leyes ordinarias, tres de las cuales fueron publicadas en el
BOE del titimo dfa del afio, y 2 leyes orgdnicas. Han sido mds numerosas las
fuentes con valor de ley procedentes del Gobierno. También resulta habitual que
tras Ja formacién del nuevo Gobierno éste pretenda adoptar medidas urgentes
para la inmediata aplicacién de algunos de los contenidos de su programa electo-
ral. Sin embargo, lo singular de este ejercicio es que la mayoria de los decretos-
leyes no se vinculan al contenido del programa electoral sino que incluyen me-
didas para hacer frente a la grave situacién de crisis econémica que nos asola. En
este sentido, se han aprobado 10 decretos-leyes, de los cuales 6 estén directa-
mente relacionados con la situacién de crisis econémica. Alguno de ellos merece
una reflexién desde la perspectiva de la distribucién de competencias, como se
expone luego. Al margen, de los decretos-leyes de medidas econémicas merece
también atencién el de medidas urgentes para garantizar el abastecimiento de
agua de la provincia de Barcelona. Y ello tanto desde la perspectiva del sistema
de fuentes, al prever expresamente condiciones derogatorias que, ademads, se
cumplieron, como desde el desarrollo del Estado autonémico con el debate sobre
la no solicitud por parte del Gobierno del informe preceptivo no vinculante que
prevé el nuevo Estatuto de Aragdn para los trasvases.

En cuanto a las reformas estatutarias procede destacar que parece haberse
quebrado el ritmo de aprobacién de estas reformas pues frente a las 2 leyes orga-
nicas de reforma estatutaria aprobadas en 2006 (Valencia y Catalufia) y las 4 de
2007 (Baleares, Andalucia, Aragén y Castilla y Ledn) durante 2008 no se ha
aprobado ninguna. Algo ha debido influir también la convocatoria electoral. Lo
cierto es que en la actualidad inicamente se estd tramitando una Proposicién de
Ley de reforma estatuaria, la de Castilla-La Mancha. Tras ser calificada por la Mesa
del Congreso el 7 de abril, nada més constituirse las nuevas Cortes, y aprobarse su
toma en consideracién por ¢l Pleno del Congreso de octubre ha terminado el afio
en la Comisién constitucional. El futuro de esta reforma no parece completa-
mente despejado pues ha concluido el afio sin acuerdo entre los dos partidos mayo-
ritarios sobre la redaccién de los numerosos preceptos que la propuesta estatuta-
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ria dedica al agua y, especialmente, sobre el tratamiento estatutario del trasvase
Tajo-Segura.

En relacién a los reglamentos, seguramente el aspecto més relevante se refie-
re a los decretos de traspasos que tienen su origen en los nuevos Estatutos de
Autonomia. Estos no se caracterizan especialmente por procurar una notoria
ampliacién competencial. Por ello, no se espera un gran aluvién de traspasos co-
mo consccuencia de las reformas estatutarias ¢ incluso el alcance de éstos es limi-
tado. Sin embargo, durante 2008 se ha aprobado uno de los mds importantes, y
también polémicos, de los que derivarin del proceso de reformas estatutarias. Es
el traspaso de facultades y funciones sobre las aguas de Ja cuenca del Guadalquivir
que discurren integramente por Andalucia. Debe recordarse que ese traspaso se
sustenta en ¢l art. 51 del Estatuto de Andalucfa (Ley Orgénica 2/2007) que ha
sido recurrido ante el Tribunal Constitucional por la Comunidad Auténoma de
Extremadura. Por lo demds, muchos reglamentos gubernamentales desarrollan
contenidos de las numerosas leyes aprobadas el afio anterior y, como suele suce-
der tras la formacién del Gobierno después de elecciones generales, se ha produ-
cido una reestructuracién de los departamentos ministeriales.

Por ultimo, debe destacarse la elaboracién por el Gobierno de unos «Crite-
rios sobre adecuacién de la normativa estatal al orden constitucional de distribu-
cién de competencias», que no se han querido hacer piiblicas sino que han sido
trasladadas a través de una carta a los distintos Ministros para que las tengan en
cuenta en su actividad normativa.

Actividad legislativa

Leyes orgdnicas

A) El curioso reconocimiento de eficacia interpretativa a la Carta de Derechos
Fundamentales de la Union Europea

La primera Ley Orgénica aprobada en 2008 ha sido la Ley Organica 1/2008,
de 30 de julio, por la que sc autoriza la ratificacién por Espafia del Tratado de
Lisboa, por el que se modifican el Tratado de la Unién Europea y el Tratado Cons-
titutivo de la Comunidad Europea, firmado en la capital portuguesa el 13 de di-
ciembre de 2007. La Ley Organica cuenta con dos arts. En el primero se autoriza
la ratificacién por Espana del mencionado Tratado y el segundo se dedica a la Carta
de Derechos Fundamentales de la Unién Europea. Sefiala que a tenor de lo dis-
puesto en el parrafo segundo del art. 10 de la Constitucién espafiola y en el apar-
tado 8 del art. 1 del Tratado de Lisboa, las normas relativas a los derechos funda-
mentales y a las libertades piblicas que la Constitucién reconoce se interpretardn
también de conformidad con lo dispuesto en la Carta de Derechos Fundamentales
publicada en el Diario Oficial de la Unién Europea de 14 de diciembre, reprodu-
ciendo a continuacidn el texto integro de la Carta. De esta forma singular, se reco-
noce expresamente la eficacia interpretativa de la Carta, lo que no empece su efi-
cacia vinculante cuando entre en vigor el Tratado de Lisboa, teniendo presente lo
establecido por el Tribunal Constitucional en la Declaracién 1/2004 pues, como se
sabe, el art. 6 del Tratado de la Unién Europea reformado en Lisboa sefiala que
la Carta «tendr4 el mismo valor juridico que los Tratados».
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La otra ley orgénica del afio apenas merece resefia. Ha sido la Ley Orgénica
2/2008, de 4 de diciembre, de modificacién de la Ley Organica 6/1985, del Poder
Judicial, complementaria de la Ley para la ejecucién en la Unidén Europea de
Resoluciones que impongan sanciones pecunia1 ias. Su contenido se vincula
directamente a la Ley 1/2008 para la cjecucién en la Unién Europea de resolu-
ciones que impongan sanciones pecuniarias, a la que nos referimos a continua-
cién. Modifica dos concretos preceptos de la Ley Orgénica del Poder Judicial

sobre competencias jurisdiccionales que por su caricter orgénico no podia hacer
el legislador ordinario.

Leyes ordinarias

Se han aprobado sélo cuatro leyes ordlnarlas con la Ley de Presupuestos. Com-
pérese con las 53 del afio anterior. Ademds, no son leyes que contengan regula-
ciones generales de espec1a1 alcance sino la mencionada Ley de Presupuestos, dos
supuestos de incorporacién de normas europeas y en la restante diversas modi-

ficaciones tributarias entre las que destaca la supresién factica del Impuesto sobre
el Patrimonio.

A) La incorporacion de diversas normas europeas

La primera ley ordinaria de la legislatura ha sido la Ley 1/2008, de 4 de diciem-
bre, para la cjecucion en la Unidn Europea de resoluciones que impongan sancio-
nes pecuniarias. Es una Ley vinculada al espacio europeo de libertad, seguridad
¥ justicia y en concreto a la cooperacién judicial en materia civil y penal entre Jos
Estados miembros en cuanto pretende incorporar al Derecho espaiiol la regula-
cién europea del reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias contenida en la
Decisién Marco 2005/214/JA] del Consejo, de 24 de febrero de 2005. En clla se
prevé la elaboracién de un instrumento que permita garantizar la recaudacién
por el Estado de residencia de las multas impuestas con caricter definitivo por
otro Estado miembro a personas fisicas o juridicas. El titulo competencial del
Estado para aprobar la Ley ha sido, l6gicamente, la competencia exclusiva sobre
legislacién procesal del art. 149.1.6 CE.

También atiende a la incorporacién de normas curopeas la Ley 3/2008, de 23
de diciembre, relativa al derecho de participacién en beneficio del autor de una
obra de arte orzgmal Su objeto es adaptar la regulacién del derecho de partici-
pacién de los artistas plasticos a lo dispuesto por la Directiva 2001/84/CE, del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2001, relativa al de-
recho de participacién en beneficio del autor de una obra de arte orlgmal

La incidencia en el dmbito autondmico se produce a través de la constitucién
del denominado Fondo de Ayuda a las Bellas Artes. La administracién del Fondo
corresponde a una Comisién adscrita al Ministerio de Cultura, sin perjuicio de su
autonomfa funcional. Dicha Comisién estd presidida por el Ministro de Cultura
o la persona en quien él delegue y estard integrada por representantes de las
Comunidades Auténomas, de los sujetos obligados y de las entidades que ges-
tionan el derecho de participacién en la forma en que se determine por via regla-
mentaria. Sefiala la Ley, que el Gobierno en el plazo de un afio desde la entrada
en vigor de la presente Ley, llevard a cabo las modificaciones normativas precisas
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para distribuir territorialmente entre Comunidades Auténomas los recursos del
Fondo de Ayuda a las Bellas Artes a fin de que sean estas administraciones las que,
de acuerdo con su competencia exclusiva en la materia, gestionen directa e integra-
mente los citados recursos en sus respectivos territorios. Los criterios y mecanis-
mos de reparto deberdn a su vez, acordarse con las Comunidades Auténomas.

El titulo competencial aducido por el Estado es la competencia exclusiva en
materia de legislacién sobre propiedad intelectual, conforme a lo establecido en el
art. 149.1.9* de la Constitucién haciendo hincapié en que se respetan, en todo caso,
las competencias autonémicas en materia de cultura fijadas por los Estatutos de
Autonomia.

B) La supresion factica del Impuesto sobre el Patrimonio

Se ha aprobado también la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, por la que se supri-
me cl gravamen del impuesto sobre el patrimonio, se genemlzza el sistema de devo-
Iucién mensnal en el impuesto sobre el valor afiadido, y se introducen otras modi-
ficaciones en la normativa tributaria. Esta Ley tiene por objeto la introduccién de
diversas modificaciones en el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la
Renta de no Residentes, el Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto sobre el Va-
lor Afiadido, la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificacién de los aspectos fisca-
les del Régimen Econémico Fiscal de Canarias, el Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados la Ley de Impuestos Especiales
y la Ley General Tributaria. Ademds, se introducen sendas disposiciones en el
dmbito del Impuesto sobre Actividades Econdmicas y del Impuesto sobre las Pri-
mas de Seguros para dar cumplimiento a los Acuerdos alcanzados por la Admi-
nistracién General del Estado con los representantes del sector del transporte por
carretera con el fin de paliar los efectos que la elevacién del precio de los com-
bustibles viene ocasionando en dicho sector.

La modificacién con mas incidencia para las Comunidades Auténomas es la
supresién féctica del Impuesto sobre Patrimonio. El legislador considera que las
transformaciones, tanto del entorno econémico internacional como las mismas
modificaciones introducidas en el tributo, han hecho ierda su capacidad
para alcanzar de forma eficaz los objetivos para los que fu ? dp efiado. Por ello, se
suprime el gravamen derivado de este impuesto tanto para la obligacién real
como para la obligacién personal de contribuir, sin necesidad de modificar al
mismo tiempo la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medi-
das fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiacién de las Comuni-
dades Auténomas de régimen comtn y Ciudades con Estatuto de Autonomia,
puesto que cualquier modificacién de esta Ley debe ser objeto de un examen |
conjunto en el marco del proceso de reforma del sistema de financiacién de las
Comunidades Auténomas.

Por este motivo, en realidad el 1 impuesto no se suprime sino que se establece una
bonificacién del 100% sobre la cuota integra (art. 33). El problema es que de esta
forma se impide a las Comunidades Auténomas gravar ese hecho imponible pues
formalmente el Estado sigue gravandolo. El legislador estatal es consciente del
perjuicio que esta supresién ocasiona para las Comunidades Auténomas. Por
ello, la Disposicién Adicional segunda, bajo el titulo de «Lealtad institucional>,
sefiala que «el Gobierno, de conformidad con el principio de lealtad institucio-
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nal, procederi a evaluar bilateralmente en el marco de la reforma del sistema de
financiacién el i importe correspondiente a las pérdidas de ingresos que supongan

la supresién del Impuesto sobre el Patrimonio y hacer cfectiva la compensacién
correspondiente».

C) La Ley de Presupuestos

Finalmente, nos referimos a la Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para el afio 2009, que también en esta nueva legislatura
viene sin «ley de acompafiamiento» por lo que parece consolidarse la buena préc-
tica legislativa iniciada en 2004. En su exposicién de motivos se sefiala que con-
solida la reorientacién del gasto hacia programas para el impulso de la productivi-
dad, que se manifiesta a través de tres tlpOS de medidas: la inversién publica en
mfracstructuras, el esfuerzo en investigacidn, desarrollo e innovacién tecnoldgica,
asi como en el 4mbito de la educacién. En definitiva, se trata de incrementar el capi-
tal piblico, contribuyendo a aumentar el potencial de crecimiento de la economia
espafiola. No obstante, acaso ha tenido este afio un papel secundario en la defini-
cién de la politica econémica del Gobierno pues ese papel lo han cumplido los dis-
tintos Decretos-leyes dictados al hilo de la profundizacién de la crisis econémica.

Nos interesa especialmente el Titulo VII, dedicado, en sus dos capitulos res-
pectivamente, a Entidades Locales y Comunldades Auténomas. El Capitulo 11
regula determinados aspectos de la financiacién de las Comunidades Auténomas.
Su nicleo bisico lo constituye la articulacién del mecanismo del Sistema de finan-
ciacién de las Comunidades Auténomas de régimen comiin, integrado por recur-
sos del Estado que sc transfieren a las mismas (Fondo de Suficiencia) y por la
regulacién de tres de las medidas derivadas de la II Conferencia de Presidentes y
aprobadas por ¢l Conscjo de Politica Fiscal y Financiera en su sesién de 13 de sep-
tiembre de 2005, como son la dotacién complementarla para la financiacién de la
asistencia sanitaria, la dotacién de compensacién de insularidad, y la garantia de
financiacién de los servicios de asistencia sanitaria del afio 2007. Por Gltimo, se
recoge la regulacién de los Fondos de Compensacién Interterritorial, distinguien-
do entre Fondo de Compensacién y Fondo Complementarlo Ambos Fondos tie-
nen como destino la financiacién de gastos de inversién por las Comunidades
Auténomas. No obstante, el Fondo Complementario puede destinarse a la finan-
ciacién de gastos de puesta en marcha o funcionamiento de las inversiones.

Decretos Legislativos

A) Decretos legislativos de texto refundido previstos en leyes aprobadas el ario
anterior

Se han aprobado dos decretos legislativos, en ambos casos de texto refundido,
esto es, sin introducir innovaciones sustantivas en ¢l ordenamiento juridico, aunque
ambos en 4mbitos de especial trascendencia para las Comunidades Auténomas.

En primer lugar, atin antes de la disolucién de las cdmaras y la convocatoria de
clecciones, el Real Decreto legislativo 1/2008, de 11 de enero, aprueba el texto
refundido de la Ley de Evaluacién de Impacto Ambiental de proyectos. La dele-
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gacién legislativa habia sido efectuada el afio anterior por la disposicién final sép-
tima de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Proteccién de
la Atmésfera. Su Disposicién Final séptima autoriza al Gobierno para que, en el
plazo miximo de un afio contado a partir de su entrada en vigor, elabore y aprue-
be un Texto Refundido en el que regularice, aclare y armonice las disposiciones
legales vigentes en materia de evaluacién de impacto ambiental. En consecuencia,
estamos ante un Decreto legislativo que no se limita a formular un texto tnico
sino que estd habilitado para «regularizar, aclarar y armonizar», en las dos opcio-
nes abiertas por el art. 82.5 CE.

Tras diversas modificaciones de la legislacidn aplicable a la evaluacién de im-
pacto ambiental de Jos proyectos por la incorporacién de normas europeas era
necesario un nuevo Texto Refundido para aclarar y armonizar las disposiciones
vigentes en la materia. El Decreto legislla)ltivo tiene por objeto establecer el régimen
juridico aplicable a la evaluacién de impacto ambiental de proyectos consistentes
en la realizacién de obras o instalaciones y pretende asegurar la integracién de los
aspectos ambientales en el proyecto de que se trate mediante la incorporacién de
la evaluacién de impacto ambiental en el procedimiento de autorizacién o apro-
bacién de aquél por el érgano sustantivo. '

Tiene caricter de legislacién basica de proteccién de medio ambiente salvo de-
terminados preceptos referidos exclusivamente a la Administracién General del
Estado. En virtud de ese caricter, en distintos aspectos la Ley se limita a remitir a
lo que establezcan las Comunidades Auténomas. Asi sucede con los plazos para
remitir el expediente y formular la declaracién de impacto ambiental (12.2); el
plazo para la caducidad de la declaracién de impacto ambiental si no se ha iniciado
la obra (14). De especial interés resulta la Disposicién Adicional tercera segiin la
cual «los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administracién
General del Estado y no hayan de sujetarse a evaluacién de impacto ambiental con-
forme a lo establecido en esta Ley podrin quedar sujetos a dicha evaluacién cuan-
do asi lo determine la legislacién de cualquier Comunidades Auténomas afectada
por el proyecto».

El otro Decreto legislativo ha sido el Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo. La Disposicién
Final segunda de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, delegé en el Golfierno la
potestad de dictar un Real Decreto legislativo que refundiera el texto de ésta y los
preceptos que atin quedaban vigentes del Rea? Decreto legislativo 1/1992, de 26
de junio, por el que se aprobé el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenacién Urbana.

La pretensién del texto, segiin su Exposicién de Motivos, no es sélo aclarar, re-
gularizar y armonizar la terminologia y el contenido dispositivo de los textos
legales de 1992 y 2007 sino estructurar y ordenar en una tinica disposicién gene-
ra%una serie de preceptos dispersos y de diferente naturaleza, pero adaptindolos
a las competencias urbanisticas, de ordenacién del territorio y de vivienda de las
Comunidades Auténomas. Como es conocido, a partir de esta STC 61/1997 resul-
ta claro que a las Comunidades Auténomas les corresponde diseiiar y desarrollar
sus propias politicas en materia urbanistica mientras que al Estado le correspon-

e a su vez ejercer ciertas competencias que inciden sobre la materia, pero evi-
tando condicionar las autonémicas.



LEYES Y REGLAMENTOS DEL ESTADO 2008 131

La Exposicién de Motivos parte de que esa doctrina no ha sido asumida por
el legislador estatal, que ha legislado de manera accidentada, al hilo de los sucesi-
vos pronunciamientos constitucionales, de manera que se han producido ocho
modificaciones legislativas en doce afos. Este Texto Refundido pretende superar
esta situacidn, no sélo la accidentalidad sino también el conflicto con las compe-
tencias autondémicas. Por ello, por primera vez, el legislador estatal prescinde de
regular técnicas especificamente urbanisticas, tales como los tipos de planes o las
clases de suelo, y se evita el uso de los tecnicismos propios de ellas para no prefi-
gurar, siquiera sea 1nd1rcctamentc, un concreto modelo urbanistico y para facilitar
a los ciudadanos la comprensién de este marco comin. No se pretende configu-
rar una Ley urbanistica, sino una Ley referida al régimen del suelo y la igualdad
en el ejercicio de los derechos constitucionales a él asociados en lo que atarfie a los
intereses cuya gestién estd constitucionalmente encomendada al Estado.

En este sentido, los titulos competenciales aducidos por el Estado son las con-
diciones bésicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de
los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, de bases del régimen
de las Administraciones Publicas, de la planificacién general de la actividad eco-
némica y de proteccién del medio ambiente, dictadas en ejercicio de las compe-
tencias reservadas al legislador general en el art. 149.1.1%, 13%, 18° y 23* de la
Constitucién. También el ejercicio de la competencia reservada al legislador esta-
tal por el art. 149.1.4%, 8" y 18 sobre defensa, legislacién civil, expropiacién for-
zosa y sistema de responsabilidad de las administraciones ptblicas

Debe recordarse que el contenido normativo integro de esta Ley es de aplica-
cién directa en los territorios de las Ciudades de Ceuta y Melilla, en cuanto el
Estado es el legislador para estas Ciudades Auténomas, aunque con algunas leves
remisiones al Plan General.

Por dltimo, recordar que las Comunidades Auténomas de Madrid y La Rioja
han presentado sendos recursos de inconstitucionalidad frente a este Texto Re-
fundido al considerar que vulnera las competencias autonémicas en materia de
urbanismo y vivienda.

Decretos-leyes

Se han dictado 10 decretos-leyes, que pueden ser clasificados en tres dmbitos
diferentes: la mayoria de ellos (6) se han dictados para permmr la rdpida entrada
en vigor de medidas para abordar la situacién de crisis econémica; en segundo
lugar, también encontramos dos relacionados con el fenémeno de la inmigracién,
aunque el tratamiento no se puede separar de la situacién de crisis econémica y,
finalmente, otros dos, en relacién con la sequia.

A) Vinculados a la situacion de crisis econémica

Como se decfa antes, la mayoria de los decretos- leyes aprobados contienen
medidas para luchar contra la situacién de crisis econémica que se ha mostrado
con toda virulencia durante el afio 2008. Incluso responden al agravamiento de
ésta pues los primeros se sitiian en un marco de desaceleracién mientras que los
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Gltimos advierten de la gravedad de la crisis. En este sentido, no cabe duda sobre
la presencia del presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad.

Los decretos-leyes a los que nos referimos son el Real Decreto-ley 2/2008, de
21 de abril, de medidas de impulso a la actividad econémica; el Real Decreto-ley
5/2008, de 3 de octubre, por el que s¢ autoriza a la Administracién General del
Estado a formalizar un contrato de garantia con ¢l Banco Europeo de Inversiones
y se amplia el limite para el otorgamiento de avales fijado en el art. 54 de la Ley
51/2007, de 26 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado; el Real De-
creto-ley 6/2008, de 10 de octubre, por el que se crea el Fondo para la Adquisicién
de Avales Financicro; el Real Decreto 7/2008, de 13 de octubre, de Medidas Ur-
gentes en Materia Econémico-Financiera en relacién con el Plan de Accién Con-
certada de los Paises de la Zona Euro; el Real Decreto 9/2008, por el que se crean
un Fondo Estatal de Inversién Local y un Fondo Especial del Estado para la Dina-
mizacién de la Economia y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para
atender a la financiacién y el Real Decreto-ley 10/2008, de 12 de diciembre, por
el que se adoptan medidas financieras para la mejora de la liquidez de las pe-
quefias y medianas empresas, y otras medidas econdmicas complementarlas No
todos tienen el mismo interés desde la perspectiva del Estado autonémico, como
vamos a comprobar.

La ausencia antondmica en la gestion del Fondo de Inversion Local

El mas importante, desde nuestra perspectiva, es Real Decreto-ley 9/2008, de
28 de noviembre, por el gue se crean un Fondo Estatal de Inversion Local y un
Fondo Especial del Estado para la Dinamizacion de la Economia y el Empleo y se
aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiacion. No sélo es el
Real Decreto-ley con més incidencia en Jas Comunidades Auténomas sino tam-
bién el més problemiético desde el punto de vista competencial. Tiene por objeto
la dotacién de dos fondos extraordinarios. Uno destinado a promover la realiza-
cién por parte de los Ayuntamientos de inversiones creadoras de empleo y otro
cuya finalidad es llevar a cabo actuaciones encaminadas a mejorar l}; situacién
coyuntural de determinados sectores econémicos estratégicos y acometer pro-
yectos con alto impacto en la creacién de empleo.

El Fondo de Inversién Local estd dotado de 8.000 millones de euros, una can-
tidad muy importante, y estd destinado a financiar la realizacién de actuaciones
urgentes en el dmbito mumclpal en materia de inversiones especialmente genera-
doras de empleo Su gestién se efectuard directamente por la Direccién General
de Cooperacién Local del Ministerio de Administraciones Piblicas conforme a
los criterios y principios que se contemplan en este Real Decreto-ley. En cuanto
a las obras financiables deben ser obras de nueva planificacién y de ejecucién
inmediata, cuya ejecucidn no esté prevista en el presupuesto de la entidad para el
afio 2009. Los contratos deben tener un valor estimado inferior a 5.000.000 euros,
no pudlendo fraccionarse su objeto con el fin de no superar esta cantidad. La do-
taci6n del Fondo de Inversién Local se distribuird de manera proporcional a las
cifras de poblacién correspondientes a cada Municipio establecidas por Real De-
creto 1683/2007, de 14 de diciembre, por el que se declaran oficiales las cifras de
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poblacidn resultantes de la revisién del padrén municipal referidas al 1 de enero
de 2007.

Se trata, en fin, de dinamizar la actuacién de los municipios a través de estos
fondos estatales. No obstante, como se comprueba pese a la incidencia en las Co-
munidades Auténomas su participacién es completamente nula. Toda la actua-
cién se desarrolla desde el Ministerio de Administraciones Piblicas y la gestién
la efectda directamente la Direccién General de Cooperacién Local. A la vista de la
claridad de Jos criterios para el reparto del Fondo, no parece discutible su cardc-
ter territorializable. Por ello, se podia haber contado con las Comunidades
Auténomas en la gestién del Fondo pero como se ha podido comprobar la rela-
cién es directa entre la Administracién General del Estado y la Administracién
local, quedando completamente al margen la administracién intermedia.

También se prevé en el Decreto-ley un Fondo especial del Estado para la dina-
mizacién de la economia y el empleo. Conforme al art. 11 es un Fondo por im-
porte de 3.000.000.000 de curos, a disposicién del Gobierno, para la realizacién
de actuaciones de inmediata ejecucién y de amplio dmbito geogréfico, con obje-
to de mejorar la situacién coyuntural de determinados sectores econémicos
estratégicos y acometer proyectos con alto impacto en la creacién de empleo. Los
sectores afectados son I+D+1, automocién, medio ambiente, construccién, rehabi-
litacién, pequeifias infraestructuras de transporte o prestacién de servicios sociales.

Otros Decretos-leyes que reflejan el paulatino agravamiento
de la situacion econdmica

Los otros Decretos-leyes de medidas econémicas para hacer frente a la crisis
econdmica tienen menor incidencia en el Estado autonémico. Son los siguientes:

1) Real Decreto-ley 2/2008, de 21 de abril, de medidas de impulso a la activi-
dad econémica

Se sitlia cronoldgicamente en un momento inicial de Ja crisis econémica. Ante
lo que se presenta como una coyuntura adversa se adoptan, por un lado, medi-
das fiscales y administrativas y, por otro, un Plan extraordinario de medidas de
orientacién, formacién profesional e insercién laboral. Entre las medidas fiscales
destaca la reduccién en 400 euros anuales del importe de la cuota liquida total en
el IRPE. En cuanto al Plan extraordinario contiene medidas de orientacién, for-
macién profesional ¢ insercién laboral destinadas a incrementar la contratacién
laboral y el reforzamiento de la estabilidad profesional tanto de las personas de-
sempleadas como de las expuestas a su exclusién del mercado laboral. Serd de apli-
cacién en todo el territorio del Estado y su gestién se realizard por las Comu-
nidades Auténomas con competencias estatutariamente asumidas en el dmbito del
trabajo, el empleo y la formacién y por el Servicio Piblico de Empleo Estatal.

En concreto, la participacién autondmica en la gestién de las subvenciones se-
guird los siguientes criterios:

— La gestién de las subvenciones por biisqueda de empleo y para facilitar la
movilidad geogrifica corresponderi al Servicio Ptiblico de Empleo Estatal y a los
6rganos o entidades correspondientes de las Comunidades Auténomas con com-
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petencias en materia de gestion de las politicas activas de empleo respecto de los
trabajadores inscritos en las oficinas de empleo de su dmbito territorial.

— Las restantes subvenciones serdn gestionados por las Comunidades Auténo-
mas que hayan asumido el traspaso de la gestién realizada por el Servicio Publico
de Empleo Estatal en el 4mbito del trabajo, el empleo y la formacién y ejercerin
las funciones que les correspondan segin lo dispuesto en los reales decretos de
traspaso.

2) Real Decrero-ley 6/2008, de 10 de octubre, por el que se crea el Fondo para
la Adquisicion de Activos Financieros

Se enmarca ya en el momento algido de la crisis econémica. Ante las circuns-
tancias extraordinarias que se estin produciendo en los mercados, el Gobierno
decide poner en marcha una medida que impulse la financiacién a empresas y
ciudadanos por parte de las entidades financieras. La decisién se encuadra en las
lineas de actuacién establecidas por el Consejo de Ministros de Economia y Finan-
zas de Ja Unién Europea. Se crea un Fondo adscrito al Ministerio de Economia y
Hacienda a través de la Secretaria de Estado de Economia, con cargo al Tesoro,
con la finalidad de apoyar la oferta de crédito a la actividad productiva de empre-
sas y a los particulares mediante la adquisicién de activos financieros.

Este Fondo adquirird de las entidades financieras, con caricter voluntario por
parte de Jas mismas y con criterios de mercado, activos espafioles de méxima cali-
dad. Para garantizar que, a través de ellas, la financiacién llegue a empresas y ciuda-
danos, el Fondo primari la adquisicién de activos respaldados por nuevo crédito,
entendiendo como tal el otorgado con posterioridad al 7 de octubre de 2008.

Complementariamente, se ha aprobado un Real Decreto que refuerza la pro-
teccién de los depositantes e inversores en nuestras entidades de crédito y Em-
presas de Servicios de Inversién.

3) Real Decreto-ley 7/2008, de 13 de octubre, de Medidas Urgentes en Ma-
teria Econdmico-Financiera en relacion con el Plan de Accion Concertada de los
Paises de la Zona Euro

El Consejo de Ministros de Economia y Finanzas de la Unién Europea del dia
7 de octubre asumié el compromiso de adoptar todas las medidas que fueran nece-
sarias para preservar la estabilidad del sistema financiero, y acordaron las lincas
generales de actuacién coordinada entre los Estados miembros. Dichas medidas
deben ajustarse a los principios de intervencién oportuna y limitada en el tiempo,
proteccién de los intereses de los contribuyentes y respeto a las reglas del Mercado
Interior europeo. El objetivo tltimo de estas orientaciones es permitir que los flu-
jos de crédito puedan llegar con normalidad a familias y empresas, de forma que
las decisiones de consumo, ahorro e inversién puedan tener lugar en un entorno
adecuado. Este Real Decreto-ley aprueba el mecanismo que pone en marcha lo dis-
puesto en el acuerdo europeo precitado, teniendo en cuenta las circunstancias del
sistema financiero espafiol y las medidas ya aprobadas con anterioridad.

4) Real Decreto-ley 10/2008, de 12 de diciembre, por el que se adoptan medi-
das financieras para la mejora de la liquidez de las pequerias y medianas empre-
sas, y otras medidas econdémicas complementarias
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Con este Decreto-ley se autoriza la concesion de un crédito por la Adminis-
tracién General del Estado al Instituto de Crédito Oficial por un importe maxi-
mo de cinco mil millones de euros, cuya finalidad serd la creacién y puesta en
marcha de una nueva linea de mediacién del Instituto de Crédito Oficial para
atender las necesidades de financiacién de capital circulante de las pequefias y
medianas empresas que, siendo solventes y viables, estén sometidas a una situa-
cién transitoria de restriccién de crédito.

Para que el Instituto de Crédito Oficial pueda gestionar esta linea, este Real
Decreto-ley recoge las previsiones legales necesarias a fin de proceder a articular
un crédito del Tesoro al Instituto de Crédito Oficial por importe de cinco mil
millones de euros, y para la concesién de un crédito extraordinario al objeto de
hacer frente presupuestariamente a dicho crédito. Asimismo, por las necesidades
de financiacién de las nuevas lineas de financiacién previstas, el limite de endeu-
damiento que se prevea para el Instituto de Crédito Oficial para 2009 se debera
incrementar en una cuantia adicional de hasta 15.000 millones de euros. E] Real
Decreto-ley aborda otras medidas complementarias que afectan al ordenamien-
to juridico mercantil.

5) Real Decreto-ley 5/2008, de 3 de octubre, por el que se antoriza a la Admi-
nistracion General del Estado a formalizar un contrato de garantia con el Banco
Europeo de Inversiones y se amplia el limite para el otorgamiento de avales fija-
do en el art. 54 de la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales
del Estado para 2008

Mediante este Real Decreto-ley se autoriza la concesién de un aval por la
Administracién General del Estado para garantizar las obligaciones economicas
que puedan derivarse de los créditos que, con cargo a sus recursos propios, con-
ceda el Banco Europeo de Inversiones —con origen en los Acuerdos de Cotonou
I1-, a los Estados de Africa, Caribe y Pacifico (ACP) y a los Paises y Territorios
de Ultramar (PTU). Este contrato de garantia, se completa en documento apar-
te, con un Acuerdo de administracién de atrasos.

B) Relacionados con la inmigracién

En relacién a la inmigracién se han aprobado dos Decretos leyes de naturale-
za muy distinta. Asi, por un lado, a la integracién de los inmigrantes se vincula
una parte del Real Decreto-ley 1/2008, de 18 de enero. También estd relacionado
con el fenémeno migratorio, aunque tiene su origen ultimo en la crisis econdmica,
el Real Decreto-ley 4/2008, de 19 de septiembre sobre abono acumulado y de for-
ma anticipada de la prestacién contributiva por desempleo a trabajadores extranje-
ros que retornen voluntariamente a sus paises de origen. La finalidad en este caso
no cs lai integracién sino por el contrario facilitar el retorno voluntario de los ex-
tranjeros en situacién de desempleo como consecuencia de la crisis econémica.

Algunas consecuencias del veto a los presupuestos en el Senado

Antes de adentrarnos en el contenido del Real Decreto-ley 1/2008, de 18 de
enero, por el que se determina el Indicador Piiblico de Renta de Efectos Miiltiples
(IPREM) para 2008 y se concede un crédito extraordinario en el Presupuesto del
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Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por importe de 200.000.000 euros con
destino a la acogida e integracion de inmigrantes, asi como al refuerzo educativo
de los mismos debe apuntarse su razén de ser, vinculada a la tramitacién parlamen-
taria de la Ley de Presupuestos para el afio 2008. Ambas previsiones deberian ha-
berse incluido en el Senado, en un caso por razones temporales o en el otro por los
avatares de su tramitacién parlamentaria. Sin embargo, el veto a la Ley de Presu-
puestos en el Senado impidié la incorporacién de enmiendas en esa fase.

Por ello, se aprueba un Decreto-ley con dos contenidos muy diversos, que
tienen en comun Unicamente su maridaje en la tramitacién parlamentaria en el
Senado.

En primer lugar, pretende modificar la cuantia del IPREM para 2008, median-
te la reforma de lo establecido por la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2008, en unos términos diferentes al objeti-
vo de inflacién utilizado para su elaboracién. Habitualmente se introduce esa
partida durante Ja tramitacién de los Presupuestos en el Senado porque en ese
momento temporal ya se conocen los datos concretos de inflacién. Sin embargo,
como se ha indicado, el veto a los Presupuestos en esa Cdmara impidié la intro-
duccién de la correspondiente enmienda con la modificacién de la cuantia del
IPREM. Asimismo, la disolucién de las Cortes Generales impide seguir en este
momento el trimite legislativo ordinario para la modificacién de una norma con
rango de Ley. No puede olvidarse que el IPREM se utiliza como referencia para
determinar la cuantia de numerosas prestaciones, ayudas y subvenciones publi-
cas. Esta vinculacién es especialmente relevante en el caso de las prestaciones del
sistema de proteccién por desempleo. Asi, estdn vinculados al IPREM los topes
méximos y minimos de la prestacién contributiva por desempleo y la cuantia de
las prestaciones del nivel asistencial (subsidio por desempleo, renta agraria, renta
activa de insercién y subsidio agrario). Se trata, en todos los casos, de prestacio-
nes que pueden percibirse desde el principio del afio, durante sélo unos meses o
a lo largo del afio completo, de manera que la demora en la aprobacién de esta
modificacién de la cuantia del IPREM, o la espera hasta que fuera posible apro-
bar una nueva Ley en la préxima legislatura siguiendo el trimite legislativo ordi-
nario, puede afectar negativamente a los perceptores de estas prestaciones publi-
cas, que normalmente son las personas o familias con las rentas méis bajas y mis
susceptibles de encontrarse en situaciones de necesidad. Nétese que, solo en lo
que se refiere al sistema piblico de proteccién por desempleo, se estima que mis
de un millén y medio de personas percibirdn prestaciones en algtin momento du-
rante 2008.

En segundo lugar, también se incluye en el Decreto-ley, el «Fondo de apoyo a
la acogida y la integracién de inmigrantes, asi como el refuerzo educativo de los
mismos» por una cuantia de 200.000.000 euros, que ha constituido uno de los ele-
mentos fundamentales de la politica de integracién de los inmigrantes en los tlti-
mos afios. Estas necesidades se mueven en doce 4reas de Ja maxima importancia,
a saber: acogida, educacién, empleo, vivienda, servicios sociales, salud, infancia y
juventud, igualada de trato, mujer, participacién, sensibilizacién y codesarrollo.

Su aprobacién también se relaciona con la tramitacién parlamentaria de la Ley
de Presupuestos. El desacuerdo sobre la cuantia del Fondo, al modificarse por la
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oposicidn la fijada por el Gobierno, hizo que la cuantfa de esa partida en el texto
aprobado en el Congreso fuera de O curos. La incorporacidn al proyecto de Ley
de Presupuestos en el Senado resulté imposibilitada por el veto, que finalmente
fue levantado por el Congreso resultando definitivo el texto inicialmente apro-
bado por éste.

En cuanto a la gestién del Fondo, su modelo se configura en torno a transfe-
rencias corrientes a Comunidades Auténomas que se distribuyen anualmente en
base a una serie de criterios objetivos, destacando en este esquema el papel del
Consejo Superior de Politica de Inmigracién, como érgano colegiado en el que
participan las distintas Administraciones Piblicas. La participacién autonémica
en el Fondo pasa también por la aportacién del 30% por parte de las Comuni-
dades Auténomas y ciudades de Ceuta y Melilla, como parte del compromiso de
cofinanciacién.

Aunque su existencia es anterior se pretende enmarcar en el Plan Estratégico
de Ciudadania e Integracién 2007-2010, aprobado por el Conscjo de Ministros de
16 de febrero de 2007, y en cuyo contexto el Fondo se configura como el instru-
mento esencial para promover las actuaciones de integracién que bajo el princi-
pio de la responsabilidad institucional compartida propugna el citado Plan. Por
otro lado, el afio 2008 ha sido declarado «Afio Europeo del Didlogo Intercultural»
estando previsto que sea, precisamente, a través de este Fondo como se desarrollen
las actuaciones més destacadas y tendentes a cumplir con los objetivos propues-
tos para el mismo.

La acumulacion y anticipacion de la prestacion por desempleo a los trabajado-
res extranjeros que retornen a sus paises de origen: una medida mds para hacer
frente a la crisis econdmica.

Con el Real Decreto-ley 4/2008, de 19 de septiembre, sobre abono acumulado
y de forma anticipada de la prestacién contributiva por desempleo a trabajadores
extranjeros no comunitarios que retornen voluntariamente a sus paises de origen
se establece una modalidad de pago anticipado y acumulado de la prestacién por
desempleo, en favor de trabajadores extranjeros no comunitarios que retornen
voluntariamente a sus paises de origen.

El 4mbito subjetivo de aplicacién de las previsiones legales se concretan en los
trabajadores extranjeros no comunitarios, que sean nacionales de paises con los
que Espafia tenga suscrito un convenio bilateral en materia de Seguridad Social,
de modo que queden asegurados los derechos sociales de los trabajadores, al
posibilitar el cémputo de las cotizaciones realizadas en Espaiia, junto con las que
se realicen con posterioridad en cada pafs, lo cual suponc una garantia para sus
futuras pensiones. No obstante esta regla general, sc prevé la p051b111dad de ex-
tender el beneficio a trabajadores extranjeros, nacionales de otros paises, siempre
que se considere que los mismos cuentan con mecanismos de proteccién social que
garanticen una cobertura adecuada o en atencidn a otras circunstancias especifi-
cas que puedan concurrir en los paises de origen o en los solicitantes.

Con cl abono de esta modalidad de prestacién se pretende favorecer la rein-
sercién laboral y profesional en sus paises de origen, pero no debe olvidarse que
en ella late la actual coyuntura econémica de restriccion de empleo. Precisamente
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esa urgencia justifica la utilizacién del Decreto-ley tanto por la coyuntura en que
se va a aplicar como por la finalidad que persigue la misma, de dar respuesta in-
mediata a las necesidades de las personas a las que va dirigida.

C) Relacionados con la sequia

Vinculados a la sequia que ha continuado en Espafia durante los primeros
meses de afio deben destacarse dos Decretos-leyes. El Real Decreto-ley 3/2008,
de 21 de abril, de medidas excepcionales y urgentes para garantizar el abasteci-
miento a poblaciones afectadas por la sequia en la provincia de Barcelona y el
Real Decreto-ley 8/2008, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los
efe?os producidos por la sequia en determinados 4mbitos de las cuencas hidro-
gréficas.

La condicion derogatoria y la ausencia del informe preceptivo previsto en el
Estatuto de Aragén en el Decreto Ley sobre abastecimiento de Barcelona

El mis relevante es el Real Decreto-ley 3/2008, de 21 de abril, de medidas
excepcionales y urgentes para garantizar el abastecimiento de poblaciones afecta-
daiipor la sequia en la provincia de Barcelona. Tiene por objeto el establecimien-
to de medidas excepcionales y urgentes con la finalidad de garantizar el abasteci-
miento de poblaciones y, en particular, el abastecimiento domiciliario de agua
apta para el consumo humano. Su dmbito de aplicacién se extiende a los munici-
pios afectados por la sequia en el dmbito territorial de la provincia de Barcelona.
Con ese objeto modifica las aportaciones procedentes de los voldmenes de agua
del Ebro regulados por la Ley 18/1981, de 1 de julio, sobre actuaciones en mate-
ria de aguas en Tarragona a la vez que prevé la construccién de la infraestructu-
ra de conexidn del Sistema del Consorcio de Aguas de Tarragona con el Sistema
de Abastecimiento del Ter-Llobregat («Conduccién CAT-ATLL»). También

establece las aportaciones procedentes de cesiones de derechos al uso del agua.

Estamos ante una de las fuentes legales mds interesante de las aprobadas du-
rante 2008, al menos por dos razones: por la previsién de una condicién deroga-
toria en el propio Decreto-ley y por la no inclusién del informe preceptivo no
vinculante de la Comunidad Auténoma de Aragén, conforme prevé su Estatuto
de Autonomia.

a) Desde la perspectiva del sistema de fuentes resulta especialmente intere-
sante la Disposicién Final tercera del Decreto-ley referido a la vigencia. Sefiala
ese precepto que «el presente Real Decreto-ley entrard en vigor el mismo dia de
su publicacién en el «<BOE» y lo previsto en el mismo mantendri su vigencia
hasta que se cumpla alguna de las siguientes circunstancias:

1* La superacidn de las circunstancias de extraordinaria necesidad que han mo-
tivado la aprobacién de este Real Decreto-ley.

2* El transcurso de treinta dfas desde la entrada en pleno funcionamiento de
la planta desalinizadora del Area Metropolitana de Barcelona.

En consecuencia, en el propio texto se incluye esa condicién derogatoria. Y,
ciertamente, s¢ ha cumplido. El Decreto-ley ha sido dejado sin efecto durante el
mismo 2008. En Ja Resolucién de 6 de junio de 2008 del Ministerio de Medio
Ambiente, y Medio Rural y Marino se indica que el Consejo de Ministros, en su
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reunién del dia 6 de junio de 2008, a propuesta de la Ministra de Medio Am-
biente, y Medio Rural y Marino, ha adoptado el Acuerdo por el que se declara la
concurrencia de la causa de cese de la vigencia de] Real Decreto-ley 3/2008, de 21
de abril, de medidas excepcionales y urgente para garantizar el abastecimicnto de
Poblaciones afectadas por la sequia en la provincia de Barcelona: «En el punto 1°
de su Disposicién Final tercera, esta Norma establece que lo previsto en la misma
mantendrd su vigencia hasta la superacidn de las circunstancias de extraordinaria
necesidad que han motivado la aprobacién de este Real Decreto-ley. Las abun-
dantes lluvias que se han concentrado fundamentalmente en el curso del Gltimo
mes, muy superiores a las que corresponden a esta época del afio, han hecho que
los voldmenes embalsados en las cuencas internas de Catalufia pasen de una
situacién de 149 hm?3 el 15 de abril de 2008, esto cs, el 20,14% dc la capacidad de
embalse, a un nivel de 374 hm? el 5 de junio de 2008, es decir, el 53,8% de su
capaadad lo que supone un incremento del 151% en dicho periodo».

No creo que existan dudas sobre la constitucionalidad de esta previsién. La Ley
puede establecer una circunstancia determinante de la vigencia; un hecho futuro ¢
incierto del que se hace depender la cesacidn de los efectos de Ja norma. En ese
sentido, una ley puede quedar sometida a condicién derogatoria siempre que se
establezca por el propio legislador y en el acto mismo de aprobacién de Ia ley. El
problema se plantea al precisar quien determina el cumplimiento de la condicién.
En este caso la constatacién de su cumplimiento la ha establecido el Gobierno a
través de un Acuerdo del Consejo de Ministros. Falta quizds la intervencién del
Congreso que también intervino en la aprobacién del Decreto-ley dejado sin
efecto por el que requerfa la doble voluntad. En cualquier caso, el acuerdo del
Consejo de Ministros fue comunicado al Congreso.

b) También merece destacarse ¢l debate sobre la ausencia de informe precep-
tivo y no vinculante de la Comunidad Auténoma de Aragén sobre el trasvase de
agua que prevé este Decreto-ley. El art. 72.3 del Estatuto de Aragén (Ley Orga-
nica 5/2007) sefiala que «Ja Comunidad Auténoma emitird un informe precep-
tivo para cualquier propuesta de obra hidraulica o de transferencia de aguas que
afecte a su territorio». Era la primera ocasién en la que el Estado podia solicitar
un informe a una Comunidad Auténoma en el marco de los procedimientos par-
thlpadOS, esto es, la participacién autonémica en las decisiones del Estado, que
prevén los nuevos Estatutos. Sin embargo, no lo ha hecho. Ha considerado que no
estamos ante un nuevo trasvase sino ante una modificacién del 4mbito territorial
del previsto para Tarragona en la Ley 18/1981. Al no haber caudales nuevos que
salieran del Ebro no habia en realidad transferencia de aguas que afectaran a la
Comunidad Auténoma de Aragén. Las dudas en relacién a esta interpretacién
resultan de¢ la posibilidad prevista de cesiones de derechos al uso del agua, que si
afecta, l6gicamente, a nuevos caudales.

La prérroga de medidas vinculadas a la sequia
Finalmente, debe mencionarse también ¢l Real Decreto-ley 8/2008, de 24 de

octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos produczdos
por la sequia en determinados dmbitos de las cuencas hidrogréficas. Con este
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Decreto-ley se prorrogan medidas referidas al uso del agua, derivadas de la situa-
cién de algunas cuencas hidrogréficas que contintan con acusados problemas pa-
ra el suministro de agua, tanto para los abastecimientos a las poblaciones, como
para las explotaciones agricolas y ganaderas. En concreto, afecta a la gestién de
recursos en las cuencas del Jicar, Segura y Tajo, Guadiana, Guadalquivir y Ebro.
En el caso del Guadalquivir las medidas serdn aplicables hasta el 31 de diciembre
de 2008. Ello deriva del traspaso de competencias a Andalucia en esta materia, que
serd efectivo a partir del 1 de enero. Incluso se indica expresamente en la exposi-
cién de motivos que del contenido y alcance de este Real Decreto-ley ha sido
informada la Junta de Andalucia que asumird a partir del 1 de enero de 2009 el
traspaso de funciones y servicios en materia de recursos y aprovechamientos
hidrdulicos correspondientes a las aguas de la cuenca del Guadalquivir que dis-
curren integramente por el territorio de la Comunidad Auténoma de Andalucia.

Finalmente, la Disposicién Adicional primera faculta a la Ministra de Medio
Ambiente, y Medio Rural y Marino para modificar la delimitacién territorial en
orden a la aplicacién de las medidas previstas en el presente Real Decreto-ley, una
vez oidas las comunidades auténomas y las organizaciones representativas del
sector.

Actividad reglamentaria
Reglamentos gubernamentales

Dada la espectacular produccién legislativa del dltimo afio de la anterior legis-
latura, muchos de los reglamentos aprobados este afio son de desarrollo de algu-
na de esas leyes o cumplen remisiones a reglamento previstos en sus diversos pre-
ceptos. Intentamos ordenar los mas destacados siguiendo el criterio del tipo de
competencia que despliega el Estado.

A) Ambitos de competencias bdsicas del Estado y regulacion de las condiciones
bdsicas: educacién, universidades; sanidad; proteccion del medio ambiente; depen-
dencia; incentivos regionales

En materia de educacién, los Reales Decretos de este afio reflejan la importan-
cia que ha adquirido la formacién profesional en la politica educativa.

Asi, el Real Decreto 229/2008, de 15 febrero, regula los Centros de Referencia
Nacional en el dmbito de la formacion profesional. El art. 11 de la Ley Orginica
5/2002 regula los centros de formacién profesional y habilita al Gobierno para
establecer los requisitos basicos que deben reunir los centros que impartirdn ofer-
tas de formacién profesional conducentes a la obtencién de titulos de formacién
profesional y certificados de profesionalidad. Asimismo, establece que «la innova-
cién y experimentacién en materia de formacién profesional se desarrollari a tra-
vés de una Red de Centros de Referencia Nacional, con implantacién en todas las
Comunidades Auténomas, especializados en los distintos sectores productivos.
A tales efectos, dichos centros podran incluir acciones formativas dirigidas a
estudiantes, trabajadores ocupados y desempleados, asi como a empresarios y
formadores».

Las actuaciones de estos centros se llevardn a cabo, en el marco legislativo del
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Sistema Nacional de Cualificaciones y Formacién Profesional, mediante convenios
de colaboracién entre la Administracién General del Estado y las Comunidades
Auténomas, y se atendrin, en todo caso, al dmbito de sus respectivas competen-
cias. Las competencias de ejecucidn en esta materia corresponden a las Comuni-
dades Auténomas. La Administracién General del Estado ejercerd las funciones
ejecutivas en el dmbito de la innovacién y experimentacién en materia de forma-
cién profesional en aquellos supuestos en los que Ja legislacién vigente se las haya
reservado o en relacién con los Centros de Referencia Nacional de titularidad
estatal.

Existird, al menos, un Centro de Referencia Nacional en cada Comunidad
Auténoma. También, en su caso, podrin existir Centros de Referencia Nacional

en la Ciudad de Ceuta y en Ja Ciudad de Melilla.

Sobre su financiacién, indica el art. 8 que la Administracién General del Esta-
do garantizaré los recursos econémicos suficientes para el desempeiio de Jas fun-
ciones asignadas a los Centros de Referencia Nacional y de las actividades esta-
blecidas en el Plan de Actuacién plurianual. Asimismo, facilitar, en su caso, las
inversiones requeridas para la actualizacién de los equipamientos que se consi-
deren necesarios para su adecuado funcionamiento. No obstante, los convenios
de colaboracién entre la Administracién General del Estado y las Comunidades
Auténomas respectivas podrdn contener compromisos de estas tltimas para la
financiacién de los Centros de los que sean titulares.

La Comunidad Auténoma de Catalufia presenté un requerimiento de incom-
petencia en relacién a este Real Decreto, que fue contestado por el Estado evi-
tindose con ello el conflicto competencial.

También, el Real Decreto 34/2008 regula los certificados de profesionalidad.
Conforme al art. 2 estos certificados tendrén caricter oficial y validez en todo el
territorio nacional, sin que ello constituya regulacién del ¢jercicio profesional, y
serdn expedidos por el Servicio Pablico de Empleo Estatal y los 6rganos com-
petentes de las Comunidades Auténomas. Las Comunidades Auténomas y las
Organizaciones Empresariales y Sindicales mis representativas a nivel nacional po-
dran proponer, al Servicio Piblico de Empleo Estatal, nuevos Certificados de Pro-
fesionalidad.

Finalmente, el Real Decreto 1834/2008, de 8 de noviembre, define las condi-
ciones de formacién para el ejercicio de la docencia en la educacién secundaria
obligatoria, el bachillerato, la formacién profesional y las ensefianzas de régimen
especial y se establecen las especialidades de los cuerpos docentes de ensenianza
secundaria.

En universidades, la actividad normativa gubernamental se encuadra en el pro-
ceso de implantacién del Espacio Europeo de Educacién Superior.

En este sentido, el Real Decreto 1892/2008, de 14 de noviembre, regula las
condiciones para el acceso a las ensefianzas universitarias oficiales de grado y los
procedimientos de admisidn a las universidades publicas espaiiolas. El Real De-
creto 1509/2008, de 12 septiembre, regular el Registro de Universidades, Centros
y Titulos.

También, e] Real Decreto 1837/2008, de 8 noviembre, incorpora al ordena-
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miento juridico espafiol la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 7-9-2005, y la Directiva 2006/100/CE, del Consejo, de 20-11-2006,
relativas al reconocimiento de cualificaciones profesionales, asi como a determi-
nados aspectos del ejercicio de la profesién de abogado. En consonancia con los
objetivos de la Directiva que se transpone, ¢l Real Decreto pretende recoger en
un solo texto, sin perjuicio de su necesario desarrollo para su aplicacién por los
diversos Ministerios y Comunidades Auténomas, la totalidad de la regulacién
del reconocimiento de cualificaciones profesmnales de la Unién Europea. Por
tanto, este Real Decreto deroga todos los reales decretos dictados para la trans-
posicién de las antiguas Directivas «sectoriales» y del «sistema general», que a su
vez han quedado derogadas por la Directiva 2005/36/CE.

En relacién al Espacio Europeo de Investigacién debe mencionarse el Real
Decreto 2093/2008, de 19 de diciembre, por el que se regulan los Centros Tecno-
l6gicos y los Centros de Apoyo a la Innovacién Tecnolégica de ambito estatal y
se crea el Registro de tales Centros.

En proteccién del medio ambiente, la potestad reglamentaria gubernamental
ha tenido su origen, en algunos casos, en el desarrollo de las leyes medioambien-
tales aprobadas durante el afio anterior, aunque también abundan los referidos a
residuos.

En el primer sentido, destaca el Real Decreto 2090/2008, que aprueba el Re-
glamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de Responsabilidad Medio-
ambiental. La Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioam-
biental incorpora al ordenamiento juridico interno la Directiva comunitaria
2004/35/ CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, so-
bre responsabilidad medioambiental en relacién con la prevencién y reparacién
de dafios medioambientales. En eclla se establece un nuevo régimen juridico de
reparacién de dafios medioambientales de acuerdo con el cual los operadores que
ocasionen dafios al medio ambiente o amenacen con ocasionarlo deben adoptar
las medidas necesarias para prevenir su causacién o, cuando el dafio se haya pro-
ducido, para devolver los recursos naturales dafiados al estado en el que se en-
contraban antes de la causacién del dafio. Este Real Decreto contienc el desarro-
llo reglamentario de esa Ley.

En ese mismo apartado de reglamentos habilitados por leyes del afio anterior
incluimos dos Reales Decretos referidos a organismos de participacién en la ges-
tién medioambiental en los que estan representados las Comunidades Auténomas.
El Real Decreto 12/2008, de 11 enero, regula la composicién y el funcionamiento
del Conscjo de la Red de Parques Nacionales previsto en la Ley 5/2007, de la Red
de Parques Nacionales. En la composicién del Conscjo se incluye un representan-
te de cada una de las Comunidades Auténomas en cuyo territorio se ubiquen Par-
ques Nacionales. Ademds, conforme al art. 4.3, «podran asistir a las reuniones del
Consejo, con voz pero sin voto, representantes de las Comunidades Auténomas
en cuyo. territorio no esté declarado ningtin Parque Nacional en la medida que
hubieran iniciado formalmente un proceso declarativo o hubieran manifestado
expresamente su interés en que se declare un Parque Nacional en su territorio».
El Real Decreto 1424/2008, de 14 de agosto, determina la composicién y las fun-
ciones de la Comisién Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, pre-
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visto en la Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Se dictan
las normas que regulan su funcionamiento y se establecen los comités especia-
lizados adscritos a la misma. En esa composicién estard presente un representan-

te de cada Comunidad Auténoma y de las Ciudades Auténomas de Ceuta y
Melilla, |

En materia de residuos, el Real Decreto 1974/2008, de 2008 de noviembre,
regula la concesién directa de una subvencién a las Comunidades Auténomas
para la ejecucién urgente de actuaciones de clausura de vertederos ilegales. Tiene
por objeto la concesién directa de una subvencién a las Comunidades Aut-
nomas de Andalucfa, Islas Baleares, Canarias, Castilla-La Mancha, Castilla y
Leén, Galicia y Comunidad Valenciana para cofinanciar Ja clausura de vertede-
ros ilegales en dichas Comunidades Auténomas. También en materia de residuos
y con la forma de subvencién directa a las Comunidades Auténomas se ha apro-
bado el Real Decreto 1973/2008, de 28 de noviembre, que regula la concesién
directa de una subvencién a las Comumdades Auténomas de Andalucia, Aragén,
Baleares, Castilla-La Mancha, Castilla y Leén y La Rioja para la ejecucién de mns-
talaciones de desgasificacién en vertederos de residuos. Se justifica en la necesi-
dad de aplicar el Plan de Medidas Urgentes de la Estrategia Espafiola de Cambio
Climatico y Energfa Limpia, aprobado por el Consejo de Ministros en su reu-
nién de 20 de julio de 2007. Esto permite apreciar la concurrencia de razones de
interés publico, social y econdémico, ademis de, como otras razones justificadas
que dificultan su convocatoria publica, que las administraciones beneficiarias son
las tinicas con competencia ejecutiva en su dmbito territorial.

Especial importancia tiene ¢l Real Decreto 105/2008, de 1 febrero, que regu-
la la produccién y gestién de los residuos de construccién y demolicion. Tiene
caricter basico y para justificar la inclusién de las bases en un reglamento indica
la exposicién de motivos que adopta la forma de Real Decreto porque, dada la
naturaleza de la materia regulada, resulta un complemento necesario para garan-
tizar la consecucién de la finalidad objetiva a que responde la competencia esta-
tal sobre bases. Finalmente, el Real Decreto 106/2008, de 1 febrero, regula pilas
y acumuladores y la gestién ambiental de sus residuos.

En sanidad, los Reales Decretos que comentamos tienen carécter subvencio-
nal. El Real Decreto 2064/2008, de 12 de diciembre regula la concesién directa de
subvenciones a las Comunidades Auténomas y Ciudades Auténomas de Ceuta
y Melilla para la implementacién de la estrategia en cuidados paliativos en el afio
2008. Esta estrategia en cuidados paliativos se enmarca en el Plan de Calidad del
Sistema Nacional de Salud, entre cuyos objetivos se incluye mejorar la atencién
de los pacientes con enfer: medades prevalentes de gran carga social y econdmica.
La estrategia fue aprobada por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional
de Salud el 14 de marzo del 2007. Y el Real Decreto 111/2008, de 1 de febrero,
regula la concesién directa de subvenciones a las Comunidades Auténomas para
la promocidén de actividades para la salud bucodental infantil durante el afio
2008. Las actividades de promocién de salud bucodental infantil, en el afio 2008,
estdn dirigidas a nifios y nifias de siete y ocho afios. Consistirdn en una revisién
anual, con contenido preventivo y asistencial minimo.

En dependencia se ha aprobado tres Reales Decretos que pretenden avanzar
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en la implantacién del Sistema Nacional de Promocién de la autonomia personal

atencién a las personas en situacién de dependencia. Son el Real Decreto
7/2008, de 11 enero, que establece las prestaciones econémicas de la Ley 39/2006,
de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién a las personas en situacién de
dependencia para el ejercicio 2008; el Real Decreto 6/2008, de 11 enero, que de-
termina el nivel minimo de proteccién garantizado a los beneficiarios del Sistema
para la Autonomia y Atencién a la Dependencia en el ¢jercicio 2008 y el Real

Decreto 179/2008, de 8 febrero, que modifica al anterior.

Finalmente, también en las competencias bésicas del Estado deben incluirse
los Reales Decretos de incentivos regionales que delimitan la zona de promocién
econdémica de las distintas Comunidades Auténomas. El afio anterior, el Real
Decreto 899/2007, de 6 de julio, aprobé el reglamento de incentivos regionales
para la correccién de desequilibrios econémicos interregionales, esto es, ayudas
financieras concedidas por el Estado para fomentar la actividad empresarial y
orientar su localizacién hacia zonas previamente determinadas. Durante 2008 se
han aprobado Reales Decretos de delimitacién de estas zonas en distintas Co-
munidades Auténomas. Asi se ha delimitado la zona de promocién econémica de
Extremadura (Real Decreto 170/2008); Andalucia (Real Decreto 162/2008); Cas-
tilla-Leén (Real Decreto 171/2008); Asturias (Real Decreto 163/2008); Cantabria
(Real Decreto 164/2008); Melilla (v 173/2008); Ceuta (Real Decreto 172/ 2008);
Comunidad Valenciana (Real Decreto 166/2008); Murcia (Real Decreto 165/2008);
Canarias (Real Decreto 169/2008); Castilla-La Mancha (Real Decreto 168/2008);
Galicia (Real Decreto 161/2008); Aragén (Real Decreto 167/2008).

B) Competencias compartidas de ejecucion. Legislacion laboral y defensa de la
competencia

Incluimos dos reglamentos importantes aprobados por el Estado en dmbitos
en los que cuenta con la competencia de legislacién, correspondiendo la ejecu-
cién a las Comunidades Auténomas.

En primer lugar, ¢l Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre, aprueba el
programa de insercién sociolaboral para mujeres victimas de violencia de géne-
ro. Prevé un programa formativo especifico para favorecer la insercién, a través
de los recursos disponibles en cada Comunidad Auténoma, tales como servicios
sociales, organismos de igualdad, organizaciones no gubernamentales u otros orga-
nismos o entidades. También se prevén incentivos para las empresas que contraten
a mujeres victimas de violencia de género. La gestién de las subvenciones esta-
blecidas en este Real Decreto corresponderd al Servicio Péblico de Empleo Es-
tatal y a los 6rganos o entidades correspondientes de Jas Comunidades Auténo-
mas con competencias en materia de gestién de las politicas activas de empleo
respecto de las trabajadoras victimas de violencia de género inscritas en las ofici-
nas de empleo de su dmbito territorial.

También en materia Jaboral, el Real Decreto 1383/2008, de 1 agosto, aprueba la
estructura orginica y de participacién institucional del Servicio Publico de Empleo
Estatal como un organismo auténomo de la Administracién General del Estado al
que se le encomienda la ordenacién, desarrollo y seguimiento de los programas y
medidas de la politica de empleo. Entre sus competencias estdn las de impulsar el
desarrollo del Sistema Nacional de Empleo en colaboracién con los servicios
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publicos de empleo de las Comunidades Auténomas prestando especial atencién
a la coordinacidn entre las politicas activas de empleo y las prestaciones por de-
sempleo.

Finalmente, el Real Decreto 261/2008 aprueba el Reglamento de defensa de la
competencia. La Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia tiene
por objeto garantizar la existencia de una competencia suficiente y protegerla
frente a todo ataque contrario al interés publico. Ha establecido una reforma sus-
tancial del sistema espafiol de defensa de la competencia con objeto de reforzar
los mecanismos ya existentes en la Ley 16/1989, para proteger la competencia
efectiva en los mercados. Se tendrin en cuenta, el sistema normativo comunitario
y también las competencias de las Comunidades Auténomas para la aplicacién de
las disposiciones relativas a conductas restrictivas de la competencia, asf como la
de los érganos jurisdiccionales en los procesos de aplicacion de las normas de
competencia, se hace necesario el desarrollo reglamentario de la nueva Norma.

En el Titulo Segundo se desarrollan los distintos procedimientos de defensa
de la competencia regulados en la Ley 15/2007, de 3 de julio. Junto con el c6m-
puto de los plazos y los requisitos de las notificaciones, se regula el contenido de
las facultades de inspeccién, asi como la colaboracién, en materia de poderes de
investigacién, con los érganos competentes, por una parte de las Comunidades
Auténomas, y por otra con la Comisién Europea y otras autoridades nacionales
de competencia de otros Estados miembros. El Reglamento prevé, finalmente,
que la Comisién Nacional de la Competencia y los érganos competentes de las
Comunidades Auténomas y éstos entre si, podran solicitarse mutuamente la
asistencia de su personal.

C) Competencias concurrentes: cultura

En materia de cultura se han aprobado dos decretos de desarrollo reglamen-
tario de leyes aprobadas el afio anterior. Son el Real Decreto 2062/2008, de 12 de
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine
y el Real Decreto 2063/2008, de 12 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley
10/2007, de 22 de junio, de la Lectura, del Libro y de las Bibliotecas en lo relati-
vo al ISBN.

D) Competencias del Estado en virtud de la ordenacion general de la actividad
econémica en agricultura y ganaderia. También las denominaciones de origen

Son numerosos, como resulta habitual, los reglamentos en materias de com-
petencia exclusiva del Estado como agricultura y ganaderia en los que la inter-
vencién del Estado para establecer la normativa bésica se sustenta en el titulo
horizontal de la ordenacién general de la actividad econdémica y suelen vincular-
se a la incorporacién de normas curopeas a nuestro ordenamiento. La inclusién
de las bases en el reglamento se justifica por el cardcter marcadamente técnico de
la regulacién. Generalmente pretenden la incorporacién al ordenamiento inter-
no de normas europeas. En cualquier caso, sc mantiene el cardcter excesivamen-
te detallado de estas bases estatales y su dificil conciliacién con las competencias
exclusivas de las Comunidades Auténomas en estas materias, especialmente en
las que han aprobado nuevos Estatutos y han concretado de forma mds precisa
el alcance de sus competencias exclusivas.
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Un buen ejemplo es el Real Decreto 227/2008, de 15 febrero que establece la
normativa bdsica referente a los paneles de catadores de aceite de oliva virgen.
Tiene por objeto establecer la normativa basica sobre las condiciones que deben
cumplir los paneles de catadores de aceite de oliva virgen, autorizados para la rea-
lizacién del control oficial, por las Comunidades Auténomas y la Administra-
cién General del Estado y los criterios de seguimiento y control del rendimien-
to de los mismos. Establece un sistema de control anual que permitird asegurar
el adecuado cumplimiento de los requisitos exigidos por el Reglamento (CEE)
ndm. 2568/91, de la Comisién de 11 de julio de 1991. La Comunidad Auténoma
de Catalufa ha planteado un conflicto de competencias en relacién a este Real
Decreto al considerar que vulnera la competencia autonémica en materia de agri-
cultura.

Aunque no haya sido recurrido, el Real Decreto 226/2008, de 15 febrero, que
regula las condiciones de aplicacién de la normativa comunitaria de comerciali-
zacién de huevos es un buen ejemplo del excesivo detallismo en el ejercicio de las
competencias bésicas que debia evitar el Estado para garantizar el espacio de
actuacién de las Comunidades Auténomas.

El Real Decreto 1835/2008, de 8 de noviembre, modifica el Real Decreto 1980/
1998, que establece un sistema de identificacién y registro de los animales de la
especie bovina. Tras la publicacién del Reglamento (CE) nim. 911/2004 de la Co-
misién, de 29 de abril de 2004, se hacia necesario modificar ese Real Decreto en
aras de una mayor claridad y comprensién por parte de los interesados en cuan-
to a los plazos de notificacion de los nacimientos de animales bovinos a las auto-
ridades competentes para su registro en la base de datos, sin perjuicio de la apli-
cabilidad directa ¢ inmediata de los citados Reglamentos comunitarios.

La mayoria de los Reales Decretos en este 4mbito se refieren a subvenciones
y ayudas.

El Real Decreto 104/2008, de 1 febrero, establece las bases reguladoras para la
concesién de las subvenciones a las agrupaciones de productores en los sectores
ovino y caprino. Tiene por objeto establecer las bases reguladoras para la conce-
sién en régimen de concurrencia competitiva de las subvenciones para fomentar
la reforma y adecuacién integral de los sectores ovino y caprino durante el perfo-
do 2008-2012 a través de agrupaciones de productores.

El Real Decreto 1643/2008, de 10 octubre, establece las bases reguladoras de
las subvenciones estatales destinadas al sector equino. Son diversas ayudas que se
ajustan a lo dispuesto en las Directrices comunitarias sobre ayudas estatales al
sector agrario y forestal 2007-2013. La gesti6én de las ayudas corresponde a las
Comunidades Auténomas.

El Real Decreto 1799/2008, de 3 noviembre, establece las bases reguladoras para
la concesién de ayudas destinadas a la reconversién de plantaciones de determina-
dos citricos. La gestién de las subvenciones corresponde a la Comunidad Auténo-
ma donde se ubique la plantacién susceptible de acogerse a esta ayuda.

El Real Decreto 1613/2008, de 3 octubre, prevé la aplicacién durante el perfo-
do 2008/2009 del sistema de retenciones a cuenta previsto en el Real Decreto
754/2005, de 24-6-2005, que regula el régimen de la tasa lictea.
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Con un dmbito de aplicacién especifico, el Real Decreto 2091/2008, de 22
diciembre, establece las bases reguladoras para la concesién de subvenciones en
régimen de concurrencia competitiva al sector tomatero en 2009, acogidas al régi-
men de minimos contemplado en el Reglamento (CE). Tiene por objeto regular
la concesién de subvenciones durante el ejercicio 2009, al sector productor de
tomate en la Comunidad Auténoma de Canarias, con el fin de contribuir a Ia re-
cuperacién de su competitividad, disminuyendo sus dificultades financieras. Por
ello, la gestién de las subvenciones corresponde en concreto a la Comunidad
Auténoma de Canarias.

Finalmente, debe mencionarse también el Real Decreto 1612/2008, de 3 octu-
bre de aplicacién de los pagos directos a la agricultura y ala ganaderla Este Real
Decreto tiene por objeto establecer la normativa bisica aplicable a diversos regi-
menes de ayuda comunitarios. Serd de aplicacién en todo el territorio nacional,
salvo en J]a Comunidad Auténoma de Canarias donde se aplicarn sus programas
especificos y, en su caso, lo dispuesto en la disposicién transitoria primera.

E) Competencias exclusivas del Estado con incidencia antondmica. Inmigra-
cion, politica enropea, régimen econdmico de la seguridad social, legislacion pro-
cesal y mercantil, trdfico y circulacion de vebiculos de motor, comercio exterior,
pesca maritima, telecomunicaciones, padrén

Incluimos en este apartado reglamentos que han sido aprobados por el Estado
aduciendo titulos competenciales exclusivos, que limitan, cuando no impiden la
participacién autonémica. No obstante, comprobaremos que no en todos los su-
puestos para adecuada la ubicacién competencial.

En materia de inmigracién destaca la aprobacién del Real Decreto 1800/2008,
de 3 de noviembre, que desarrolla el Real Decreto-ley 4/2008, sobre abono acu-
mulado y de forma anticipada de la prestacion contributiva por desempleo a tra-
bajadores extranjeros no comunitarios que retornen voluntariamente a sus paises
de origen, al que antes hacfamos referencia. Las Comunidades Auténomas no
participan en la gestién de estas medidas. Ni siquiera ha sido informado el Real
Decreto por el Consejo Superior de Politica de Inm1g1ac1on como 6rgano de
cooperacién interadministrativa en materia de inmigracién sino tinicamente por
el Foro para la Integracién Social de los Inmigrantes y se ha consultado a las or-
ganizaciones sindicales y empresariales mas representativas.

En cuanto a la gestién y pago, conforme a su art. 5, corresponde al Servicio
Piblico de Empleo Estatal la recepcidn de solicitudes, tramitacidn, reconocimien-
to y pago de la prestacién en la modalidad a que se refiere el presente Real De-
creto, asi como la declaracién de la extincién del derecho a dicha prestacién por
la causa sefialada en el art. 4.3.2). Y es que, pese a la vinculacién al fenémeno
migratorio, el titulo competencial aducido por el Estado, més alld del art. 149.1.2
CE, es el régimen ecconémico de la Seguridad Social.

También en relacién a la politica migratoria, el Real Decreto 2065/2008, de 12
de diciembre, aprucba las normas reguladoras de una subvencién directa a favor de
Cruz Roja Espafiola, para la atencién humanitaria de inmigrantes llegados a las
costas de Jas Comunidades Auténomas de Andalucia y Canarias, durante el ejer-
cicio 2008. Las dos Comunidades Auténomas mencionadas no participan en la
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gestidn al tratarse de una subvencién directa a una ONG, pese a la competencia
autondémica sobre integracién de inmigrantes. En concreto, con esta subvencién
se pretenden financiar actuaciones sanitarias urgentes como son la adquisicién de
los equipamientos adecuados que permitan mejorar las condiciones higiénicas y
garantizar la asistencia de posibles patologias infecto-contagiosas que requieran
proteccidén biolégica. El titulo competencial aducido por el Estado no es inmi-
gracidn, sino el art. 149.1.16" de la Constitucién, que atribuye al Estado la com-
petencia exclusiva en materia de sanidad exterior. De esa manera quedan exclui-
das las Comunidades Auténomas.

Especial interés tiene, por su incidencia autonémica, el Real Decreto 37/2008,
de 18 de enero, por el que se adoptan las medidas necesarias para la aplicacién
cfectiva del Reglamento (CE) ntim. 1082/2006, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 5-7-2006, sobre la Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial
(AECT). Es la incorporacién de un acto juridico comunitario que debe efectuar
el Estado por su caricter transversal pero su interés desde la perspectiva autoné-
mica es notable. En los dltimos afios, y de forma paulatina, se ha desarrollado la
dimensién regional y local del proceso de integracién europea; uno de cuyos resul-
tados ha sido la adopcién del Reglamento (CE) niim. 1082/2006 del Parlamento
Europeoy del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre la Agrupacién europea de coo-
peracién territorial (AECT). El citado Reglamento regula en el dmbito comunita-
rio una nueva figura, de caracter facultativo, y con personalidad ]urldlca propia,
para ser el instrumento adecuado para el desarrollo de actividades en régimen de
cooperacién con Entidades de otros Estados. La Agrupacién curopea de coope-
racin territorial persigue el reforzamiento de la cohesién econémica y social y
es concebida en el Reglamcnto como un instrumento para el desarrollo de ini-
ciativas de cooperacién territorial, ya sean cofinanciadas por la Comunidad, con-
forme a lo establecido en el Reglamento (CE) nim. 1083/2006 del Parlamento
Europco y del Consejo, de 5 de julio, relativo al Fondo de Desarrollo Regional, o
para llevar a cabo acciones de cooperacién territorial por iniciativa exclusiva de los
Estados miembros o de sus autoridades regionales o Jocales, sin intervencién
financiera de la Comunidad. En este sentido, las Agrupaciones Europeas de
Cooperacién Territorial a las que se refiere este Real Decreto son personas juri-
dico-publicas, constituidas por entidades u organismos de al menos dos Estados
miembros de la Unién Europea, que ticnen por objeto facilitar y fomentar la coo-
peracién transfronteriza, transnacional e interregional, con el fin exclusivo de
reforzar la cohesién econémica y social.

La regulacién contenida en el Real Decreto se justifica de modo prevalente en
la competencia estatal en materia de relaciones internacionales, que habilita a las
instituciones estatales —en este caso al Gobierno— para ordenar y coordinar las acti-
vidades con relevancia externa de las Comunidades Auténomas ~asi como de las
restantes entidades territoriales— de forma que no condicionen o perjudiquen la
direccién de la politica exterior, de competencia exclusiva del Estado, de acuer- -
do con lo establecido por la jurisprudencia constitucional. Asimismo, por lo que
se refiere a aquellos extremos del Real Decreto que contienen normas sobre el
procedimiento a seguir para la constitucién y funcionamiento de las citadas enti-
dades de cooperacidn territorial, tienen la consideracién de bases del régimen
juridico de las Administraciones Pablicas.
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En materia de régimen econémico de la Seguridad Social, uno de los dmbitos de
indudable competencia exclusiva del Estado, mencionamos dos Reales Decretos,
més alld del que antes hemos analizado en inmigracién. En primer lugar, el Real
Decreto 1724/2008, de 24 de octubre, que modifica el Real Decreto 1400/2007,
que establece normas para el reconocimiento del complemento a los titulares de
pensién de jubilacién e invalidez de la Seguridad Social, en su modalidad no con-
tributiva, que residan en una vivienda alquilada, prorrogando su vigencia para el
afio 2008. Pretende, por tanto, simplemente la prérroga del Real Decreto 1400/
2007, a fin de regular el complemento de pensién establecido en la Ley de Pre-
supuestos Generales del Estado a favor de los pensionistas no contributivos que
acrediten carecer de una vivienda en propiedad y tengan fijada su residencia habi-
tual en una vivienda alquilada. Las referencias al afio 2007 contenidas en dicho
Real Decreto se entenderan hechas al afio en curso. La cuantfa del complemen-
to, para el afio 2008 asciende a 357 euros.

En segundo lugar, el Real Decreto 1382/2008, de 1 de agosto, de desarrollo de
la Ley 18/2007, que procede a la integracién de los trabajadores por cuenta pro-
pia del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social en el Régimen Especial
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Auténomos, y la
Ley 20/2007, de 11-7-2007, del Estatuto del trabajo auténomo. Con este Real De-
creto se modifican diversos reglamentos generales en el dmbito de la Seguridad
Social.

Un reglamento importante en el 4mbito competencial del Estado es el Real
Decreto 231/2008, de 15 de febrero, del Sistema Arbitral de Consumo. Se dicta en
cumplimiento de lo dispuesto en la disposicién final sexta de la Ley 44/2006, de
29 de diciembre, de Mejora de la Proteccién de los Consumidores y Usuarios.
Tiene por objeto, conforme a su art. 1, regular la organizacién del Sistema Arbitral
de Consumo y el procedimiento del arbitraje de consumo. El Sistema Arbitral de
Consumo viene definido como el arbitraje institucional de resolucion extrajudicial,
de caricter vinculante y ejecutivo para ambas partes, de los conflictos surgidos
entre los consumidores o usuarios y las empresas o profesionales en relacién a los
derechos legal o contractualmente reconocidos al consumidor.

En la composicién del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo se
incluyen como consejeros dos representantes de la Administracién de consumo -
de las Comunidades Auténomas o ciudades con Estatuto de Autonomia, uno, el
Presidente del Grupo de Trabajo de Arbitraje de la Comisién de Cooperacién de
Consumo, y otro designado por la propia Comisién.

Conoceri de los procedimientos arbitrales colectivos, la Junta Arbitral de
Consumo que sea competente en todo el &mbito territorial en el que estén domi-
ciliados los consumidores y usuarios, cuyos legitimos derechos e intereses econd-
micos hayan podido verse afectados por el hecho. Conforme a la regla anterior, la
competencia para conocer de los procedimientos arbitrales colectivos que afecten
a los legitimos derechos e intereses de los consumidores y usuarios domiciliados en
més de una Comunidad Auténoma, corresponde a la Junta Arbitral Nacional.

Las Comunidades Auténomas de Catalufia y Valencia han presentado reque-
rimiento de incompetencia al Estado en relacién a este Real Decreto. El requeri-
miento ha sido contestado por el Estado, evitando el conflicto.
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En materia tributaria destacamos el Real Decreto 2126/2008, de 26 de diciem-
bre, que modifica el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Afiadido, aproba-
do por el Real Decreto 1624/1992, asi como el Reglamento General de las actua-
ciones y los procedimientos de gestién e inspeccién tributaria y de desarrollo de
las normas comunes de los procedimientos de aplicacién de los tributos, aproba-
do por el Real Decreto 1065/2007.

En relacién a la circulacién de vehiculos a motor deben destacarse dos Reales
Decretos, con titulos competenciales diversos.

En primer lugar, el Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, aprueba el
Reglamento del seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulacién de ve-
hiculos a motor. Es el desarrollo de una previsién de la Ley 21/2007, de 11 de
julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad
Civil y Seguro en la Circulacién de Vehiculos a Motor para incorporar diversas
directivas comunitarias. El titulo competencial a cuyo ampara aprueba el Estado
este reglamento es el art. 149.1.16* CE, que atubuye al Estado la competencia
exclusiva en materia de legislacién mercantil. La dnica referencia a las Comuni-
dades Auténomas se refiere al depdsito o precinto, piblico o domiciliario, del
vehiculo que circule sin seguro, que corresponde a las Jefaturas de trafico y a las
autoridades competentes de las Comunidades Auténomas a las que se hayan
transferido la ejecucién de funciones en csta materia.

En segundo lugar, también resulta importante el Real Decreto 224/2008, de 15
de febrero, sobre normas generales de instalacién y funcionamiento de las esta-
ciones de inspeccién técnica de vehiculos. No obstante, en este caso el titulo
competencial del Estado resulta discutible. Se aduce el recurrente art. 149.1.13
(ordenacién general de la actividad econémica) y el art. 149.1.21 que atribuye al
Estado la competencia exclusiva en materia de tréfico y circulacién de vehiculos
de motor. Sin embargo, las Comunidades Auténomas tienen competencia exclu-
siva en materia de industria, ambito en el que parece encajar de manera mds ade-
cuada esta regulacidn.

Como consecuencia del débil titulo competencial, el Reglamento contiene la
regulacién general de la Inspeccién Técnica de Vehiculos con continuas referen-
cias a las Comunidades Auténomas. El objeto del Real Decreto, segtin su art. 1,
es la determinacién de los requmtos que deben cumplir las estaciones de inspec-
cién técnica de vehiculos (ITV), asi como de las obhgacxones generales que deben
ser observadas por sus titulares y el establecimiento del régimen de incompatibi-
lidades de los socios, directivos y personal que preste sus servicios en ellas. Todo
ello, se dice, sin peljuicio de lo que dispongan las Comunidades Auténomas con
competencias exclusivas en materia de industria, siempre que no violen lo esta-
blecido en el presente Real Decreto o impidan alcanzar los fines perseguidos.

Por tanto, configura una legislacién concurrente estatal y autonémica, en ejer-
cicio de su competencia en industria, pero en caso de conflicto serd de aplicacién
preferente la normativa estatal.

En la definicién de las estaciones ITV se refiere a su habilitacién por el 6rga-
no competente de la Comunidad Auténoma del territorio donde estén radicadas;
en la ¢jecucién material de las inspecciones indica que serd realizada de acuerdo
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con el modelo de gestién que establezca la Comunidad Auténoma en ejercicio
de sus competencias. También los informes de las inspecciones, la cumplimenta-
cién de las tarjetas ITV y certificados de caracteristicas, la anotacién de las ins-
pecciones técnicas y las reformas de importancia y cuantas operaciones afecten al
servicio de inspeccién deberin ser controladas por el 6rgano competente de la
Comunidad Auténoma. La remisién a lo que establezcan las Comunidades Auté-
nomas alcanza, finalmente, al establecimiento de horarios; los requisitos de las
estaciones y sus titulares, que deberdn cumplimentarse anualmente ante las Co-
munidades Auténomas; las inspecciones que pueden realizarse, la cumplimenta-
cién de las tarjetas ITV, el informe de la inspeccidn, las tarifas, remitiendo a las
Comunidades Auténomas o el régimen sancionador.

Otras referencias reglamentarias en dmbito de competencia exclusiva del Esta-
do que deben Winicamente mencionarse son, en comercio exterior, el Real Decreto
2092/2008, de 12 de diciembre, aprueba el Reglamento de control del comercio
exterior de material de defensa, de otro material y de productos y tecnologfas de
doble uso; en pesca maritima, el Real Decreto 747/2008 establece el Reglamento
del régimen sancionador en materia de pesca maritima en aguas exteriores; en
telecomunicaciones, el Real Decreto 863/2008, de 23 de mayo, aprueba el Regla-
mento de desarrollo de la Ley 32/2003, General de Telecomunicaciones, en lo
relativo al uso del dominio ptblico radioeléctrico. Finalmente, el Real Decreto
2124/2008, de 26 de diciembre, declara oficiales las cifras de poblacién resultan-
tes de la revisién del padrén municipal referidas al 1 de enero de 2008.

Decretos de traspasos

En 2008 se han aprobado decretos de traspasos vinculados a las reformas esta-
tutarias en Catalufia y Andalucfa, junto a otros que no se vinculan a éstas reformas
sino a las que tuvieron lugar en los dltimos afios del pasado siglo (Asturias, Murcia)
e incluso hay traspasos a Galicia, que nunca ha reformado su Estatuto, aunque si
se le han transferido facultades competenciales por la via del art. 150.2 CE.
Ademis, se ha producido este afio uno de los traspasos importantes derivados de
estas reformas que, como se sabe, no daran lugar a una gran oleada de traspasos
pues no han conllevado un incremento notable del quantum competencial en una
dimensién cuantitativa. Nos referimos al traspaso a Andalucia en materia de recur-
sos y aprovechamientos hidraulicos correspondientes a las aguas de la cuenca del
Guadalquivir que discurren por la Comunidad Auténoma.

En consecuencia debe destacarse de manera especial el Real Decreto 1666/2008,
de 17 octubre, de traspaso de funciones y servicios de Ja Administracién del Estado
a la Comunidad Auténoma de Andalucia en materia de recursos y aprovecha-
mientos hidrdulicos correspondientes a las aguas de la cuenca del Guadalquivir
que discurren integramente por el territorio de la Comunidad Auténoma.

El Estatuto de Autonomia para Andalucia, reformado por la Ley Orginica
2/2007, de 19 de marzo, dispone en su art. 51 que la Comunidad Auténoma osten-
ta competencias exclusivas sobre las aguas de la cuenca del Guadalquivir que trans-
curren por su territorio y no afectan a otra Comunidad Auténoma, sin perjuicio
de la planificacién general del ciclo hidrolégico, de las normas bésicas sobre pro-
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teccién del medio ambiente, de las obras publicas hidrulicas de interés general y
de lo previsto en el art. 149.1.22* de la Constitucién. Asimismo, el art. 56 atribu-
ye a la Comunidad Auténoma la competencia exclusiva en materia de planifica-
cién, construccién y financiacién de las obras piblicas en el 4mbito de la Comu-
nidad Auténoma, siempre que no estén declaradas de interés general por el
Estado y establece su participacidn en la planificacién, programacién, gestién y
ejecucion de las obras publicas de interés general a través de los érganos y pro-
cedimientos multilaterales referidos en el propio Estatuto, asi como mediante los
instrumentos de colaboracién que se suscriban. Con la base juridica de ambas
previsiones estatutarias, la Comisién Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucia
adopté, en su reunién del dia 20 de septiembre de 2008 los términos del Acuerdo
sobre traspaso de funciones y servicios sobre las aguas de la cuenca del Guadal-
quivir que discurren integramente por Andalucia, diseccionando las diversas
capacidad de actuacién en el marco constitucional.

En concreto, la Comunidad Auténoma de Andalucia asume con este Decreto:

a) La concesién de los recursos hidricos, asignados y reservados por la plani-
ficaci6n hidroldgica, en el territorio de la Comunidad Auténoma de Andalucia.
No obstante, hasta la aprobacién del Plan Hidrolégico de la Demarcacién del
Guadalquivir, la Comunidad Auténoma de Andalucia otorgard las concesiones
de recursos hidricos en los sistemas de explotacién cuyo dmbito territorial se ex-
tienda exclusivamente a Andalucia. Para ¢l otorgamiento de concesiones de usos
en territorio andaluz en los sistemas de explotacién cuyo dmbito territorial exce-
da del de la Comunidad Auténoma, se solicitara a la Confederacién Hidrografica
del Guadalquivir la apreciacidn previa, con cardcter vinculante, de compatibili-
dad o incompatibilidad con el Plan Hidrolégico de la cuenca del Guadalquivir,
entendiéndose su compatibilidad si no se hiciera manifestacién en contrario, tras
el transcurso de dos meses desde la solicitud.

b) El Registro de Aguas, asi como la emisién de las correspondientes certifi-
caciones sobre su contenido. Asimismo, la Comunidad Auténoma llevari el Ca-
tilogo de Aguas Privadas y el censo de los vertidos autorizados.

c) La gestién y proteccién de los recursos hidricos, el otorgamiento de auto-
rizaciones de vertido y de uso o aprovechamiento del dominio piblico hidruli-
co y sus zonas asociadas, la policia de aguas y cauces, la instruccidn y resolucién
de procedimientos sancionadores en materia de aguas, asi como las funciones de
regulacién y conduccién de los recursos hidricos que tienen por objeto garanti-
zar la disponibilidad y aprovechamiento de los mismos.

d) La participacién en la planificacién hidrolégica a través de los érganos de
cooperacién y planificacién de la Demarcacién Hidrografica, en particular me-
diante la elaboracién de propuestas de actuaciones y de programas de medidas a
incluir en e] Plan Hidrolégico de Demarcacién.

¢) La explotacién, conservacién y régimen de desembalses de los aprovecha-
mientos hidriulicos y demds obras hidraulicas que tienen por objeto garantizar
la disponibilidad y aprovechamiento de las aguas, excepto en aquellos que per-
manecen en el dmbito de gestién de la Administracién General del Estado.

f) La emisién de los informes previstos por la legislacién de aguas relativos a:
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1° Los actos y planes que la Comunidad Auténoma de Andalucia haya de apro-
bar en el ¢jercicio de sus competencias en materia de medio ambiente, ordena-
cién del territorio y urbanismo, espacios naturales, pesca, montes, regadios y
obras piblicas de interés regional, siempre que tales actos y planes afecten al régi-
men y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos permitidos en
terrenos de dominio publico hidraulico y en sus zonas de servidumbre y policia
y que no afecten a otras Comunidades Auténomas; 2° Los actos o planes de la
Comunidad Auténoma de Andalucia o de las entidades locales de dicha Comu-
nidad Auténoma que comporten nuevas demandas de recursos hidricos.

g) La Comunidad Auténoma de Andalucfa realizard la explotacién y mante-
nimiento de los Sistemas Automaticos de Informacién Hidrolégica (SAIH) y de

Calidad de las Aguas (SAICA), incluida la instalacién de nuevos elementos de los
mismos.

Asimismo, en relacién con la utilizacién y proteccién del dominio publico hi-
draulico la Comunidad Auténoma, en el territorio de Andalucia, ejercera las fun-
clones siguientes:

a) La incoacién, instruccidn y resolucién de los procedimientos de apeo y
deslinde de los cauces de dominio piblico hidraulico, asi como de los procedi-
mientos referentes a la determinacién de zonas inundables.

b) Las autorizaciones de cesiones de derecho al uso privativo de las aguas en
el ambito competencial definido en el apartado B) 1 de este Acuerdo, en coordi-
nacién con la Administracién General del Estado.

c) El desarrollo de las medidas para el cumplimiento de los objetivos ambienta-
les hidroldgicos y de la calidad de las aguas conforme a la normativa bésica estatal.

Dadas las limitaciones que el art. 51 del] Estatuto establece al ejercicio compe-
tencial, pese a presentarse como competencia exclusiva resulta importante com-

probar las funciones y servicios que se reserva la Administracién del Estado. Son
las siguientes:

1. La normativa basica que dicte el Estado en el ¢jercicio de sus competencias.

2. La fijacién del dmbito territorial de la Demarcacién Hidrogréfica del Gua-
dalquivir.

3. La claboracién, aprobacién, seguimiento y revisién del Plan Hidrolégico
de Demarcacién del Guadalquivir.

4. La programacidn, aprobacién y cjecucién de obras hidriulicas que sean de
interés general del Estado o cuya realizacién afecte a otra Comunidad Auté-
noma.

5. La presidencia del Comité de Autoridades Competentes y del Consejo del
Agua de la Demarcacién Hidrografica del Guadalquivir.

6. El registro de aguas en el 4mbito funcional no incluido en este traspaso, asf
como la Base de Datos que incluird los existentes en los Registros de Aguas, Ca-
tilogos de Aguas Privadas, Censos de vertidos y demds censos o registros que se
lleven en Ja Demarcacién Hidrogréfica del Guadalquivir.
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7. El registro de las zonas protegidas, donde estaran incluidas todas aquellas
zonas de la Demarcacién Hidrografica del Guadalquivir que hayan sido declara-
das objeto de proteccién especial en virtud de norma especifica.

8. La gestién de los embalses de Fresneda y Montoro ubicados fuera de la Co-
munidad Auténoma de Andalucia.

9. La gestién de los embalses del Pintado y Jandula y aquellas obras hidrauli-
cas que tengan por objeto garantizar la disponibilidad y aprovechamiento de las
aguas que afecten a un dmbito territorial que no corresponda exclusivamente a la
Comunidad Auténoma de Andalucfa.

Entre las funciones en que han de concurrir la Administracién del Estado y la
de la Comunidad Auténoma de Andalucia se destaca la necesidad de arbitrar f6r-
mulas de coordinacién, suministro de informacién y asesoramiento técnico. Asi,
representantes de ambas administraciones se integraran en los respectivos érganos
de gobierno y participacién de la administracién publica del agua para garantizar
la adecuada cooperacién en el ejercicio de sus funciones. También podrin cola-
borar, mediante los oportunos convenios, en el desarrollo de estudios, ¢jecucién
y gestion de obras ¢ instalaciones de interés general del Estado. La Comunidad
Auténoma de Andalucfa facilitar a la Administracién del Estado los datos que se
requieren para fines de estadistica nacional o que sean necesarios en la planificacién
hidrolégica o para el cumplimiento de obligaciones ante la Unién Europea. Por su
parte, J]a Administracién de] Estado suministrard a la Comunidad Auténoma los da-
tos que se precisen para fines de estadistica de la misma o que sean necesarios en
la planificacién hidrolégica.

En cuanto a los costes de los usos en Andalucia correspondientes a los embal-
ses del Jandula y el Pintado, se sefiala que se trasladard a la Comunidad Auténoma
para su repercusién a los usuarios finales en la forma prevista por la legislacién
vigente. La Comunidad Auténoma de Andalucia pagard anualmente a la Confe-
deracién Hidrografica del Guadalquivir el importe correspondiente a dichos cos-
tes. Ambas administraciones podran crear conjuntamente centros de intercambio
de derechos de las aguas.

Otros decretos de trafipasos a Andalucia no tienen una relacién, al menos di-
recta, con la aprobacién del nuevo Estatuto. Son los siguientes:

— Real Decreto 1672/2008, de 17 octubre, que amplia los medios personales y
econdémicos adscritos a los servicios traspasados por el Real Decreto 467/2003,
de 25-4-2003, sobre traspaso a la Comunidad Auténoma de Andalucia de la ges-
tién realizada por el Instituto Nacional de Empleco, en el dmbito del trabajo, el
empleo y la formacién.

— Real Decreto 1670/2008, de 17 octubre, de ampliacién de medios econémicos
adscritos al traspaso a la Comunidad Auténoma de Andalucia, aprobado por el
Real Decreto 712/2006, de ampliacidn de las funciones y servicios de la Admi-
nistracién del Estado en materia de conservacién de la naturaleza (Parques Na-
cionales de Dofiana y Sierra Nevada).

~Real Decreto 1669/2008, de 17 octubre, de ampliacién de los medios persona-
les y econémicos adscritos al hospital militar Vigil de Quifiones, de Sevilla, traspa-
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sados a J]a Comunidad Auténoma de Andalucia por el Real Decreto 2399/2004,
de 30-12-2004

— Real Decreto 1671/2008, de 17 octubre, de ampliacién de medios persona-
les traspasados por el Real Decreto 1560/2005, de 23 de diciembre, de traspaso
de funciones y servicios de la Administracién del Estado a la Comunidad Auténo-
ma de Andalucia, en materia de recursos y aprovechamientos hidriulicos corres-
pondientes a las cuencas andaluzas vertientes al litoral atlantico (Confederacio-
nes Hidrogréficas del Guadalquivir y del Guadiana).

— Real Decreto 1668/2008, de 17 octubre, de ampliacién de los medios patri-
moniales traspasados a Ja Comunidad Auténoma de Andalucia por varios reales
decretos de traspasos de funciones y servicios. Se traspasa la titularidad de la
totalidad de las superficies de los Edificios Administrativos de Servicios Miilti-
ples de Almerfa, Cérdoba y Milaga.

— Real Decreto 1667/2008, de 17 octubre, de ampliacién de medios patrimo-
niales adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad Auténoma de Anda-
lucfa por el Real Decreto 1560/2005, de 23-12-2005, de traspaso de funciones y
servicios de Ja Administracién del Estado a ]Ja Comunidad Auténoma de Anda-
lucfa en materia de recursos y aprovechamientos hidriulicos correspondientes a
las cuencas andaluzas vertientes al litoral atlintico (Confederaciones Hidrogra-

ficas del Guadalquivir y del Guadiana).

- Real Decreto 1673/2008, de 17 octubre, de ampliacién de los medios perso-
nales y econémicos adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad Auté-
noma de Andalucia por el Real Decreto 642/2007, de 18-5-2007, en materia de
educacién (Centros dependientes del Ministerio de Defensa).

En relacién a Cataluiia se han aprobado diversos traspasos vinculados a la
reforma estatutaria de la Ley Organica 2/2006, aunque el alcance de lo traspasa-
do es limitado, pues los traspasos mds importantes gerivados del nuevo Estatuto
como autorizacién de trabajo de los extranjeros, cercanfas de RENFE o becas,
aunque se han negociado durante 2008 no se ha alcanzado un acuerdo antes de
finalizar el afio. Los efectivamente aprobados son los siguientes:

—Real Decreto 1387/2008, de 1 agosto, de ampliacién de funciones y servicios
traspasados a la Generalitat de Catalufia por Real Decreto 1404/2007, en materia
de ordenacién y gestién del litoral. Se refieren a concesiones para vertidos, usos
privativos, recursos mineros y energéticos. También la gestién y otorgamiento de
autorizaciones en zonas de servidumbre de trdnsito y acceso al mar, asf como la
vigilancia, tramitacién e imposicién y recaudacién de sanciones, entre otras fa-
cultades.

— Real Decreto 1386/2008, de 1 de agosto, de ampliacién de medios patrimo-
niales adscritos a los servicios traspasados a la Generalitat de Catalufia por ¢l Real
Decreto 2646/1985, en materia de obras hidriulicas (reutilizacién del efI}:Jente dela
estacién depuradora de aguas residuales del Baix Liobregat).

— Real Decreto 1385/2008, de 1 agosto, de traspaso de funciones y servicios de
la Administracién del Estado a la Generalitat de Catalufia en materia de comuni-
caciones electrénicas.
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—Real Decreto 1388/2008, de 1 agosto, de ampliacién de funciones y servicios
traspasados a la Generalitat de Catalufia por el Real Decreto 2809/1980, en mate-
ria de ensefianza: homologacién y convalidacién de titulos y estudios extranje-
ros en ensefianzas no universitarias. Se traspasan a la Generalitat de Catalufia las
funciones de homologacién y convalidacién de titulos y estudios extranjeros en
ensefianzas no universitarias, de acuerdo con las tablas de equivalencia vigentes
en cada momento o, en su caso, de los criterios generales y tablas de correspon-
dencia elaboradas por el Ministerio de Educacion, Politica Social y Deporte. El
Departamento de Educacién de la Generalitat de Catalufia comunicard al Mi-
nisterio de Educacién, Politica Social y Deporte las resoluciones de homologa-
cién adoptadas por el érgano competente, para que éste proceda a su registro en
una seccidn especial del Registro Central de Titulos y a la asignacién de un ni-
mero nacional de credencial que deberd figurar en la misma.

— Real Decreto 1389/2008, de 1 agosto, que amplia los medios trajpasados ala
Generalitat de Catalufia por el Real Decreto 966/1990, en materia de provisién
de medios materiales y econémicos al servicio de la Administracién de Justicia.

— Real Decreto 232/2008, de 15 febrero, de ampliacién de medios patrimonia-
les adscritos a los servicios traspasados a la Generalitat de Catalufia por el Real
Decreto 2646/1985, en materia de obras hidriulicas (Presa de la Llosa del Cavall).

Diversos traspasos sc refieren también a otras Comunidades Auténomas en-
tre los que cabe destacar por su cuantia y medios personales, apenas el traspaso
de las competencias sobre justicia a Asturias.

En relacién a Galicia, el Real Decreto 1319/2008, de 24 julio, de ampliacién de
funciones y servicios traspasados a la Comunidad Auténoma de Galicia por Real
Decreto 1763/1982, en materia de Educacién: Homologacién y convalidacién de
titulos y estudios extranjeros en enseflanzas no universitarias, en términos simi-
lares a Catalufia; el Real Decreto 1080/2008, de 30 junio de ampliacién de fun-
ciones de la Administracién del Estado traspasadas a la Comunidad Auténoma
de Galicia, en materia de asociaciones: Declaracién de utilidad piiblica de las aso-
ciaciones y aplicacién de los beneficios fiscales; el Real Decreto 1082/2008, de 30
junio, de ampliacién de las funciones y servicios de la Administracién del Estado
traspasados a la Comunidad Auténoma de Galicia, en materia de conservacién
de la naturaleza (Parque Nacional Maritimo-Terrestre de las Islas Atldnticas de
Galicia) y el Real Decreto 1081/2008, de 30 junio, de traspaso a la Comunidad
Auténoma de Galicia de los medios personales adscritos al Hospital Bésico de la
Defensa en Ferrol.

A la Regidén de Murcia, el Real Decreto 1086/2008, de traspaso a la Comuni-
dad Auténoma de Ja Regién de Murcia, de medios personales adscritos al Hos-
pital General Bésico de la Defensa de Cartagena; el Real Decreto 1084/2008, de
30 junio, de traspaso a Ja Comunidad Auténoma de la Regién de Murcia de las
funciones y servicios de la Seguridad Social en materia educativa, de empleo y
formacién profesional dirigida a desempleados, encomendados al Instituto Social
de la Marina; el Real Decreto 1083/2008, de 30 junio, de traspaso a la Comunidad
Auténoma de la Regién de Murcia, de las funciones y servicios de la Seguridad
Social, en materia de asistencia sanitaria encomendada al Instituto Social de la Ma-
rina; el Real Decreto 1087/2008, de 30 junio de traspaso a la Comunidad Auté-
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noma de la Regién de Murcia de las funciones y servicios de la Seguridad Social
en materia de asistencia y servicios sociales encomendados al Instituto Social de
la Marina y el Real Decreto 1085/2008, de 30 junio, de ampliacién de los medios
econémicos adscritos a los servicios traspasados a la Comunidad Auténoma de
la Regién de Murcia por Real Decreto 522/1999, en materia de gestién de la for-
macion profesional ocupacional.

A Asturias, el Real Decreto 2002/2008, de 5 de diciembre, sobre traspaso de

los medios adscritos a la gestién de la prestacién sanitaria del seguro escolar y

con una mayor importancia, el Real Decreto 2003/2008, de 5 de diciembre, sobre

traspaso de las funciones y servicios de la Administracién General del Estado en

-materia de provisién de medios personales y econémicos para el funcionamien-

to de la Administracién de Justicia. Una Comunidad Aut6noma més a la que se
le ha transferido la «administracién de la administracién de justicia».

La nueva estructura de los departamentos ministeriales

Como suele ocurrir al inicio de cada legislatura se modificado en 2008 la estruc-
tura departamental del Gobierno. Es conocido que, de conformidad con el art.
2.2) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, corresponde al Pre-
sidente del Gobierno la creacién, modificacidén y supresién, por Real Decreto, de
los Departamentos Ministeriales, asi como de las secretarias de Estado. Tras las
elecciones generales de 9 de marzo de 2008, ¢l Gobierno dicté el Real Decreto
432/2008, de 12 de abril, reestructurando los Departamentos Ministeriales y las
secretarias de estado. Repasamos la estructura de los departamentos ministeria-
les, haciendo hincapié en los cambios advertidos respecto a la situacién previa.

El tronco de esa estructura departamental del Gobierno se mantiene, con sélo
leves modificaciones. Asi, contintan las dos vicepresidencias y mantienen sus
competencias basicamente inalteradas los Ministerios de Asuntos Exteriores y de
Cooperacién; Justicia; Defensa; Economia y Hacienda; Interior; Fomento, con
excepcién de proteccién del mar; Presidencia; Administraciones Pablicas; Indus-
tria, turismo y comercio; Cultura; Sanidad y Consumo y Vivienda.

A partir de aquf se crean nuevos Ministerios fruto de la reorganizacién depar-
tamental. El Ministerio de Educacién, Politica Social y Deporte se ocupa de dis-
tintos 4mbitos en lo que la actividad administrativa la ¢jercen las Comunidades
Autbénomas. Asf, la propuesta y ejecucién de la politica del Gobierno en materia
educativa, de formacién profesional y de deporte, asi como la direccién de las
politicas de cohesién e inclusién social, de familias, de proteccién del menor y de
atencién a las personas dependientes o con discapacidad. El Ministerio de Traba-
jo ¢ Inmigracién, ahora sin la asistencia social, es el departamento encargado de
la propuesta y ejecucién de la politica del Gobierno en materia laboral, de orde-
nacién y regulacién del empleo y de Seguridad Social, asi como del desarrollo de
la politica del Gobierno en materia de extranjeria, inmigracién y emigracién. El
muy reforzado Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino que en-
globa a dos departamentos ministeriales auténomos durante la anterior legisla-
tura, es el encargado de la propuesta y ¢jecucién de la politica del Gobierno en
materia de lucha contra el cambio climitico, proteccién del patrimonio natural,
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de la biodiversidad y del mar, agua, desarrollo rural, recursos agricolas, ganaderos
y pesqueros, y alimentacion. A estos efectos, asumird las competencias atribuidas
anteriormente 2 los Ministerios de Agricultura, Pesca y Alimentacién y de Medio
Ambiente, as{ como las que hasta entonces desarrollaba el Ministerio de Fomento
en materia de proteccién en el mar. El Ministerio de Ciencia e Innovacién ejerce
la pr opuesta y ¢jecucion de la politica del Gobierno en materia de universidades,
investigacién cientifica, desarrollo tecnolégico e innovacién en todos los secto-
res, asf como la coordinacién de Jos organismos publicos de investigacién de ti-
tularidad estatal. Asume para ello las competencias del anterior Ministerio de
Educacién y Ciencia, salvo la educacién no universitaria, pero también compe-
tencias del Ministerio de Industria. Finalmente se crea un nuevo Ministerio de
Igualdad al que se encarga la propuesta y ejecucién de las politicas del Gobierno
en materia de igualdad, lucha contra toda clase de discriminacién y contra la vio-
lencia de género. Le corresponde, en particular, la elaboracién y el desarrollo de las
actuaciones y medidas dirigidas a asegurar la igualdad de trato y de oportunidades
en todos los dmbitos, especialmente entre mujeres y hombres, y el fomento de la
participacién social y politica de las mujeres. La creacién de estos nucvos Mi-
nisterios ha conllevado la supresién de los de Educacién y Ciencia; Trabajo y Asun-
tos Sociales; Agricultura, Pesca y Alimentacidn; y el Ministerio de Medio Ambiente

Posteriormente, se han aprobado los Reales Decretos que desarrollan la es-
tructura orgénica bésica de los distintos Ministerios. Se ha hecho, no obstante,
con bastante retraso pues la mayoria de ellos tienen fecha del 4 y el 11 de julio,
esto es, tres meses después de la estructuracién departamental.

Técnicas y organismos de colaboracion

También este afio se han incluido en diversas fuentes reglamentarias organismos
de participacién que, con distinto carécter y naturaleza, permiten la colaboracién
y la participacién autonémica en el ejercicio competencial. Especialmente en mate-
ria medioambiental se han constituido diversos organismos previstos en las leyes
de 2007. Asi, como ya hemos comprobado, el Real Decreto 12/2008 regula la com-
posicién y el funcionamiento del Consejo de la Red de Parques Nacionales. En ese
Consejo cstard un representante de cada Comunidad en cuyo territorio se ubiquen
Parques Nacionales. También el Real Decreto 1424/2008, determina la composi-
cién y las funciones de la Comisién Estatal para el Patrimonio Natural y la
Biodiversidad en la que estd integrado un representante de cada Comunidad
Auténoma. Con un alcance diverso, ¢l Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciem-
bre, que aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007 prevé la
creaci6n de una Comisién Técnica adscrita al Ministerio de Medio Ambiente de
prevencién y reparacién de dafios ambientales como érgano de cooperacién técni-
ca y colaboracion entre la Administracién General del Estado y las Comunidades
Auténomas para el intercambio de informacién.

Pero, miés alld del medio ambiente, la caracteristica de este afio es que estos
organismos de participacién se han creado en 4mbitos en los que las Comunida-
des Auténomas carecen de competencias por lo que la presencia autonémica es
inexistente o testimonial. Asi:
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— El Real Decreto 1977/2008, de 28 noviembre, regula la composicién y fun-
ciones de la Comisién Nacional para el uso forense del ADN. En esa composicién
no se prevé la presencia autonémica. Unicamente cuando los ficheros o bases de
ADN de las policias autonémicas se integren en la base de datos policial sobre
identificadores obtenidos a partir de]l ADN vy se suscriba el acuerdo correspon-
diente, también serdn vocales de la Comisién Nacional un representante de los
Mossos d’Esquadra y un representante de la Ertzaitnza.

— El Real Decreto 221/2008, de 15 febrero, modificado este mismo afio por el
Real Decreto 1469/2008, crea y regula ¢l Consejo Estatal de Responsabilidad So-
cial de las Empresas. En su composicién, la presencia de las Comunidades Auté-
nomas es muy reducida. Sélo 3 de los 56 vocales que componen el Consejo lo
serdn en representacién de las Comunidades Auténomas tras su designacién por
la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales.

- Distinto es el caso del Real Decreto 230/2008, de 15 febrero, que regula el
Consejo General de la Ciudadania Espafiola en el Exterior. Entre sus atribucio-
nes estd la de establecer relaciones con los 6rganos consultivos de similar natura-
leza en las Comunidades Auténomas y en su composicién se incluye un conse-
jero en representacién de cada una de las Comunidades Auténomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla, que lo deseen, representante que serd designado
por éstas, de conformidad con lo previsto en el art. 10.1 de la Ley 40/2006, de 14
de diciembre, del Estatuto de la Ciudadania Espafiola en el Exterior.

Debe destacarse también este afio la abundante regulacién de las Agencias en
las que, si bien de forma diversa, se prevé la presencia autonémica en sus érga-
nos de gestion.

—El Real Decreto 1665/2008, de 17 octubre, modifica el Estatuto de la Agen-
cia Espafiola de Proteccién de Datos, aprobado por Real Decreto 428/1993. Las
Comunidades Auténomas proponen un vocal.

—Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, que aprueba el Estatuto de la Agen-
cia Estatal de Seguridad Aérea (modificado por Real Decreto 1615/2008). No se
prevé presencia de las Comunidades Auténomas.

— Real Decreto 185/2008, de 8 febrero, que aprueba el Estatuto de la Agencia
Estatal Antidopaje. Se prevé una Comisién de Agencias Antidopaje que entrard
en funcionamiento cuando se acredite la existencia de agencias antidopaje cuyo
dmbito sea el de las Comunidades Auténomas y lo soliciten al Director de la
Agencia Estatal Antidopaje dos tercios de las existentes. En el Consejo rector estd
prevista la presencia de un representante de Jas Comunidades Auténomas, con-
sensuado por éstas. Ademds, existird una Comisién Interterritorial de Salud y -
Control del Dopaje. Seré el drgano de participacién, coordinacién y seguimien-
to de la Agencia Estatal Antidopaje en el que estardn representados los érganos y
organismos competentes en materia de deporte y salud de las Comunidades Auté-
nomas. Esa Comisién Interterritorial estard presidida por el Director de la Agencia
Estatal Antidopaje ¢ integrada por: a) Diecisiete Vocales nombrados por el Pre-
sidente a propuesta de Jos Consejeros competentes en materia de deporte y salud
de cada una de las Comunidades Auténomas. b) Hasta un méximo de cuatro Vo-
cales nombrados por el Presidente, uno de los cuales actuard como Secretario.
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— Real Decreto 186/2008, de 8 febrero, que aprueba el Estatuto de la Agencia
Estatal de Meteorologia. Se establece de forma expresa que la Agencia podra cola-
borar con las Comunidades Auténomas mediante la constitucién, en su caso, de
un Srgano de colaboracién y encuentro con los servicios meteorolégicos esta-
blecidos por las Comunidades Auténomas, con el objeto de participar en inicia-
tivas comunes o planes de actuacién conjuntos en materia de meteorologfa y cli-
matologfa.

Criterios sobre adecuacién de la normativa estatal al orden constitucional
de distribucién de competencias

Un hecho que puede resultar relevante para la actividad legislativa del Estado
en relacién a las Comunidades Auténomas, pese a la opacidad con la que se ha
producido, ha sido la elaboracién por parte del Gobierno de unos denominados
«Criterios sobre adecuacién de la normativa estatal al orden constitucional de dis-
tribucién competencias». Es un documento con unas pautas que deberdn seguir los
distintos departamentos ministeriales en el ejercicio de su actividad legislativa
para garantizar que se respeta el espacio competencial autonémico. En realidad, el
documento carece de valor juridico. Simplemente se ha adjuntado a una carta que
la Vicepresidenta del Gobierno, Marfa Teresa Ferndndez de la Vega, y la Ministra
de Administraciones Piblicas, Elena Salgado, han remitido a todos los Ministe-
rios. Tampoco ha sido publicado, aunque se ha entregado a alguna Comunidad
Auténoma en una Comisién bilateral. En cualquier caso, es un documento inte-
resante en cuanto traslada una doctrina del Tribunal Constitucional no siempre
respetada por el Estado en el ejercicio de su actividad legislativo.

En e] punto primero, impone la identificacién de los titulos competenciales en
los que se sustenta la actuacién del Estado, en la Disposicién Final Primera. Im-
pide la invocacién simultinea de diferentes titulos para fundamentar una misma
norma y la preferencia del titulo especifico sobre el genérico. Ademds, deberin
sefialarse expresamente los preceptos considerados bisicos y los que se dictan en
ejercicio de la competencia legislativa plena del Estado. Finalmente, indica que
las normas estatales dictadas sélo para su aplicacién en Ceuta y Melilla deberin
precisar esa limitacién, para evitar Ja tentacién de su alcance supletorio.

En el punto segundo se reficre a las materias de competencia exclusiva del Es-
tado estall.))leciendo que cuando las normas estatales regulen el ejercicio de funcio-
nes cjecutivas por Ja Administracién General del Estado deberd respetar la partici-
pacién autondmica en dicho ejercicio. Si los Estatutos recogen esa participacién en
términos indefinidos, la normativa estatal concretard la forma de articularla.

En el punto tercero se ocupa de las materias de competencia compartida, el
dmbito mds conflictivo. Empieza recordando que en ejercicio de competencias
bésicas el Estado no puede agotar la regulacién de la materia y debe dejar mar-
gen de desarrollo normativo a las Comunidades Auténomas. Ademads, las nor-
mas que tengan caricter bdsico deberdn establecerse, como regla, mediante dis-
posicién con rango de ley. El uso de reglamentos para establecer bases estatales
deberd justificarse en base a las circunstancias excepcionales aceptadas por el Tri-
bunal Constitucional, esa justificacién se recogera de forma sucinta en el predm-
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bulo y tnicamente podran utilizarse érdenes ministeriales cuando se trate de la
modificacién de anexos de contenido técnico para adaptar su contenido a la le-
gislacién de la Unién Europea.

La regla general es que la legislacién estatal no puede atribuir a la Administra-
cién General del Estado funciones ejecutivas, salvo en los supuestos de centrali-
zacién que admite el Tribunal Constitucional cuando la actuacién ejecutiva resul-
te necesaria para garantizar el tratamiento juridico unitario, sean actos que generen
efectos supraterritoriales o se pretenda la creacién de un Registro tinico.

Entiende el documento que debe prestarse una especial atencién a la reserva
de funciones ejecutivas en materia de gestién de subvenciones estatales pues la
gestién centralizada sélo es aceptable cuando resulte imprescindible para asegu-
rar la plena efectividad de las medidas dentro de la ordenacién bésica del sector

y para garantizar las mismas posibilidades de disfrute y obtencién en todo el
territorio nacional.

En el punto cuarto, en relacidn a las competencias horizontales o transversa-
les se distingue el alcance del art. 149.1.1 CE y del art. 149.1.13. Trasladando la
doctrina del Tribunal Constitucional se sefiala que en virtud del primero el Es-
tado determinari las posiciones juridicas fundamentales y otros aspectos cone-
x0s, que se concretan. Ademds se hard por ley formal, aprobada por las Cortes
Generales. En relacién, al 149.1.13 como fundamento para aprobar normas esta-
tales se exige en cada caso una justificacién adecuada di que Jas medidas adopta-
das tienen una directa y significativa incidencia sobre la actividad econémica
general, en la linea de la doctrina mds reciente del Tribunal Constitucional.

En el punto quinto se ocupa de otro de los aspectos siempre conflictivos: la in-
corporacién del Derecho comunitario. Més alld de la referencia genérica a la doc-
trina del Tribunal Constitucional sobre el respeto al reparto competencial inter-
no en el proceso de incorporacién, se destaca la importancia de incorporar a través
de ley formal y la importancia de consultar a las Comunidades Auténomas en el
proceso de incorporacién.

Finalmente, el punto sexto se refiere a la participacién de las Comunidades Au-
ténomas en le procedimiento de elaboracidn de las disposiciones generales del
Estado. Sefiala el documento que los Ministerios deben promover esa participa-
cién en los érganos multilaterales de cooperacién. En la parte introductoria de la
norma debera mencionarse la forma en que se ha articulado esa participacién y
sus resultados. Finalmente, deberdn tenerse en consideracién las previsiones es-
pecificas de participacién previstas en los nuevos Estatutos de Autonomia.

De cumplirse la pautas establecidas en este documento, disminuiria, sin duda,
la conflictividad de las Comunidades Auténomas en relacién al Estado a partir
de una técnica legislativa respetuosa con el reparto competencial. Por cllo, aun-
que resulta légico, al menos desde una perspectiva politica, que no se le haya
querido dar valor juridico a ese autocompromiso gubernamental se entiende
menos que no se haya hecho piblico a través de la pagina Web del Ministerio de
Administraciones Ptiblicas pues esa voluntad de respetar el reparto competencial
en el proceso de produccién normativa estatal merece una valoracién positiva.
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ANEXO

CRITERIOS SOBRE ADECUACION DE LA NORMATIVA ESTATAL
AL ORDEN CONSTITUCIONAL DE DISTRIBUCION
DE COMPETENCIAS

PRIMERO. IDENTIFICACION DE T{TULOS COMPETENCIALES Y DEL AMBITO DE
APLICACION

Todas las iniciativas normativas que promueva el Gobierno deben identificar
en la Disposicién final primera el titulo competencial en el que se amparan, en
los términos recogidos en el articulo 149.1 de la Constitucién. Sélo se exceptian
las normas aprobadas en el ¢jercicio de la potestad de autoorganizacién y las dis-
posiciones modificativas de otras vigentes que hubieran invocado el fundamento
competencial correspondiente, siempre que no alteren el ambito material de la
norma modificada.

Conforme a la doctrina constitucional, no es posible invocar simultineamen-
te diferentes titulos competenciales para fundamentar una misma norma, por lo
que tinicamente deberé hacerse constar, en cada caso, el titulo prevalente. A estos
efectos, el Tribunal Constitucional considera prevalente el titulo especifico sobre
el genérico, la regla especial sobre la de mas amplio alcance.

Cuando teniendo en cuenta el criterio anterior, ¢l instrumento normativo pro-
yectado incluya normas que se sustenten en titulos competenciales distintos, de-
berd especificarse cudl de ellos ampara cada una de las normas.

Cuando en una norma pueden resultar aplicables titulos que otorgan al Estado
competencias de diferente alcance, se deben sefialar qué preceptos se consideran
béasicos y, por tanto, susceptibles de desarrollo normativo por las Comunidades
Auténomas y cuiles se dictan en ejercicio de la competencia legislativa plena del

Estado.

Para evitar equivocos sobre su dmbito de aplicacidn, las normas estatales dic-
tadas s6lo para su aplicacién en las Ciudades de Ceuta y Melilla deberdn preci-
sar que su ambito dc aplicacién se limita a estos territorios.

SEGUNDO. MATERIAS DE COMPETENCIA EXCLUSIVA DEL ESTADO

La invocacién de una competencia exclusiva debe limitarse a los 4mbitos ma-
teriales especificos enumerados en el articulo 149.1 de la Constitucién. Para encua-
drar ]a regulacién proyectada en tales 4mbitos materiales, deben tenerse en cuenta
los criterios interpretativos fijados en cada caso por el Tribunal Constitucional.

Las normas estatales que regulen el ¢jercicio de funciones ejecutivas por la Ad-
ministracién General del Estado deberdn respetar la participacién autonémica en
dicho ¢jercicio, en la forma prevista expresamente en los estatutos de autonomifa.
Si los Estatutos de Autonomia, recogen esta participacién en términos indefinidos,
corresponderd a la normativa estatal concretar la forma de articularla.
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TERCERO. MATERIAS DE COMPETENCIA COMPARTIDA

En las materias en las que corresponde al Estado dictar las normas bésicas y a
las Comunidades Auténomas su desarrollo, se deberi establecer un marco nor-
mativo unitario de aplicacién en todo el territorio del Estado que asegure los
intereses generales, a partir del cual cada Comunidad pueda introducir las pecu-
liaridades que estime convenientes. Por tanto, en el establecimiento de este mini-
mo comtn normativo, el Estado no puede agotar la regulacién de la materia y debe
dejar un margen de desarrollo normativo a las Comunidades Auténomas.

En el caso de la regulacién de las sanciones administrativas, cuando se conside-
re necesario establecer un contenido bésico, éste deberd respetar expresamente y de
forma cfectiva las posibilidades de desarrollo legislativo por las Comunidades Au-
ténomas.

Conforme a la reiterada doctrina sentada por el Tribunal Constitucional, las
normas que tengan caricter bésico deberdn establecerse, como regla, mediante
disposiciones con rango de Ley formal.

El uso de reglamentos para establecer bases estatales deberd ajustarse a las si-
guientes reglas:

Dcberd justificarse adecuadamente la concurrencia de alguna de las circuns-
tancias excepcionales admitidas expresamente por el Tribunal Constitucional que
resulte un complemento indispensable para asegurar el minimo comiin denomi-
nador a la finalidad objetiva establecida por las normas legales bésicas o que la
ley formal no sea el instrumento idéneo para regular exhaustivamente todos los
aspectos bésicos debido al cardcter marcadamente técnico o a la naturaleza coyun-
tural y cambiante de los mismos.

La justificacién deberd recogerse de forma sucinta en el predmbulo y de modo
mis detallado en la memoria justificativa sobre la necesidad y oportunidad de la
norma proyectada.

Unicamente podréin utilizarse érdenes ministeriales para establecer normas
basicas cuando se trate de la modificacién de anexos de contenido técnico reco-

gidos en reales decretos con objeto de adaptar su contenido a la legislacién de la
Unién Europea.

En los 4mbitos de competencia compartida, la legislacién estatal no puede
atribuir, como regla, a la Administracién General del Estado funciones ejecuti-
vas. Excepcionalmente podré preverse la centralizacién de funciones ejecutivas
en la Administracién General del Estado en los siguientes supuestos, que admi-
te la jurisprudencia del Tribunal Constitucional:

Cuando se trate de actos ejecutivos de naturaleza bsica, condicién que se reser-
va a aquellas actuaciones ejecutivas que resulten necesarias para garantizar en la
materia en cuestién el tratamiento juridico unitario inherente a las bases estatales.

Cuando se trate de actos que generen efectos mds all4 del territorio de la Comu-
nidad Auténoma que debiera adoptarla (supraterritoriales) y, ademds, dicha actua-
cién no sea susceptible de fraccionamiento, ni pueda desarrollarse mediante me-
canismos de cooperacién o coordinacién, por resultar necesaria su atribucién al
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Estado para asegurar bien un grado de homogeneidad en todo el territorio nacio-
nal, bien la integracién de intereses contrapuestos de diversas Comunidades Auté-
nomas.

Cuando se trate de la creacién de un Registro tnico para todo el Estado que
garantice la centralizacién de todos los datos, a los meros efectos de informacién

y publicidad.

Una especial atencién deberd prestarse a la reserva de funciones ejecutivas en
materia de gestién de subvenciones estatales que deberd acomodarse de forma
estricta a la jurisprudencia constitucional y reconducirse al tinico supuesto en
que la admite con caricter excepcional. Es decir que, ostentando el Estado algin
titulo competencial, genérico o especifico, sobre la materia, resulta imprescindi-
ble la gestién centralizada para asegurar la plena efectividad de las medidas den-
tro de la ordenacién bésica del sector y para garantizar las mismas posibilidades
de obtencidn y disfrute por parte de sus potenciales destinatarios en todo el terri-
torio nacional, evitando al propio tiempo que se sobrepase la cuantia global de
los fondos estatales destinados al sector. En todo caso, el proyecto normativo
deber justificar la concurrencia de las circunstancias admitidas como excepcién
por el Tribunal Constitucional.

Fuera de este supuesto, deberd contemplarse la gestién descentralizada de las
subvenciones estatales en todas aquellas materias de competencia autonémica.

V. En aquellos supuestos en los que las competencias ejecutivas sobre una
materia han sido asumidas por las Comunidades Auténomas, pero no se ha com-
pletado el traspaso a todas ellas de los medios necesarios para consagrar la distri-
bucién de las Funciones ejecutivas deberd ajustarse a estas reglas:

— La parte dispositiva de la norma proyectada deberd atribuir las funciones eje-
cutivas unicamente a los Srganos competentes de las Comunidades Auténomas,
que son las que las han asumido por via estatutaria.

— Cuando sea el caso, deberd incluirse en Ja norma proyectada una disposicién
transitoria que atribuya al Estado las funciones ejecutivas asumidas por las Co-
munidades Auténomas hasta que se completen los correspondientes procesos de
traspasos de medios. Este precepto debera redactarse en los siguientes términos:

«La asuncién del ¢jercicio efectivo de las (...competencias o funciones) por
cada comunidad auténoma se producird a partir de la fecha sefialada en el
Acuerdo de la Comisién Mixta por el que se apruebe el traspaso de las funcio-
nes, medios y servicios necesarios para cllo. En tanto no se apruebe dicho tras-
paso, las funciones cjecutivas atribuidas a los érganos competentes de las
Comunidades Auténomas serdn ¢jercidas por el Ministerio de...»

VI. Cuando la Administracién General del Estado ejerza en las Ciudades de
Ceuta y Melilla funciones ejecutivas en dmbitos materiales, que en el resto del
territorio corresponden a las Comunidades Auténomas, deberd recogerse en el
proyecto una disposicién adicional con una redaccién como la siguiente:

«En el territorio de las Ciudades de Ceuta y Melilla, las funciones ejecutivas
atribuidas a los érganos competentes de las Comunidades Auténomas corres-
ponderan al Ministerio de...»
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CUARTO. COMPETENCIAS HORIZONTALES O TRANSVERSALES

El articulo 149.1.1* de la Constitucidn («la regulacién de las condiciones bsi-
cas que garanticen la igualdad de todos los espafioles en el ejercicio de los dere-
chos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales») dnicamente legitima
al Estado para establecer el contenido primario de los derechos y deberes regu-
lados por la Constitucién.

De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ese contenido
primario se identifica con las posiciones juridicas fundamentales (facultades ele-
mentales, limites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones bésicas, ciertas
premisas o presupuestos previos). Asimismo, el Tribunal Constitucional entien-
de incluidos dentro de esas «condiciones basicas» aquellos criterios que guardan
una relacién necesaria e inmediata con aquellas, tales como el objeto o 4mbito ma-
terial sobre el que recaen las facultades que integran el derecho; los deberes, requi-
sitos minimos o condiciones bsicas en que ha de ¢jercerse un derecho; los requisi-
zlos inldispensables o el marco organizativo que posibilitan el ejercicio mismo del

erecho.

Por tltimo, cabe concluir que, como regla, esta regulacién deberé contenerse en
una Ley forma aprobada por las Cortes Generales.

La utilizacién del titulo competencial previsto en el articulo 149.1.13* de la
Constitucién («bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad
econémica») como fundamento para aprobar normas estatales deberd ser cohe-
rente con el contenido de la regulacidn y requerird que se justifique adecuada-
mente, en cada caso, que las medidas adoptadas tienen una directa y significativa
incidencia sobre la actividad econémica general.

QUINTO. INCORPORACION DEL DERECHO COMUNITARIO

La incorporacién del Derecho Comunitario ¢ internacional al ordenamiento
interno seguira los criterios constitucionales y estatutarios de distribucién de
competencias. En ningin caso podré invocarse como fundamento de la actividad
legislativa estatal la competencia exclusiva del Estado sobre las relaciones inter-
nacionales o bien la necesidad de incorporar el Derecho Comunitario para exten-
der su dmbito competencial a toda actividad que suponga desarrollo de Con-
venios internacionales o incorporacién de normas comunitarias.

La transposicién de directivas u otra incorporacién del Derecho de la Unién
Europea que realice el Estado con el cardcter de normativa bésica, se realizard por
Ley o, en su defecto, cuando esté debidamente justificado, por norma reglamen-
taria con rango de real decreto. Solamente pueden utilizarse érdenes ministeria-
les cuando se trate de la modificacién de anexo técnicos recogidos en reales decre-
tos con objeto de adaptar su contenido a la legislacion cambiante de la Unién
Europea.

La adopcién por el Estado de medidas internas de desarrollo o aplicacién del
derecho de la Unién Europea exige la consulta previa a las comunidades afecta-
das, en los términos que establezcan los estatutos de autonomia.
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SEXTO. PARTICIPACION DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN EL PROCEDI-
MIENTO DE ELABORACION DE LAS DISPOSICIONES GENERALES DEL ESTADO.

La ausencia o insuficiencia de la participacién de las Comunidades Auténo-
mas en el procedimiento de elaboracién de las normas estatales aparece como
causa dltima de un gran nimero de las controversias competenciales promovidas
por las Comunidades Auténomas.

Los Ministerios deben promover la participacién de las Comunidades Auté-
nomas en el procedimiento de elaboracién de las iniciativas normativas que pro-
muevan, mediante su sometimiento a los érganos multilaterales de cooperacién
competentes en cada materia.

Deberi dejarse constancia expresa en la parte introductoria de la norma pro-
yectada del cumplimiento del tramite de participacién de las Comunidades Auté-
nomas, asi como de la forma en que se ha realizado y de sus resultados.

Las nuevas reformas estatutarias contienen previsiones especificas relativas a
la participacién de las Comunidades Auténomas en el procedimiento de elabo-
racién de las disposiciones generales estatales, que deberan tenerse en considera-
cién por los Departamentos que las promuevan.



